


































4.1 Normativa Internacional

Introducción

La trata de personas y el tráfico Ilícito de migrantes son delitos contemplados por el Derecho
Penal Internacional que  conllevan graves violaciones de los derechos humanos y, por cierto,
transgresiones al ordenamiento jurídico interno. Su objeto son las personas, muchas veces mujeres
y niños.

Toda vez que la comisión de estos delitos (el itercriminis) se desarrolla en procesos migratorios,
es importante para los efectos de esta investigación, situar a Chile en la presente dinámica migratoria
internacional10.

Los rápidos e incesantes cambios en la estructura económica mundial han significado la
apertura de mercados y la máxima fluidez en la movilidad de capitales. Estos cambios, junto con
otros factores, han derivado en profundas diferencias de los niveles de desarrollo entre países,
generando entre otros fenómenos, el que amplios sectores de población se vean obligados a encarar
la posibilidad de migrar, como una estrategia última de sobrevivencia.

En la Región del Cono Sur, Chile se presenta como un país atractivo para la migración
internacional, dado los positivos índices de desarrollo económico alcanzados en los últimos años.
Sin embargo, aún siendo uno de los países con mayor crecimiento de la Región, como país de acogida
de migrantes, ofrece una sociedad con profundas brechas sociales junto a todas sus secuelas
cotidianas. Dentro de este escenario de inequidades, pero auspiciosos índices de crecimiento, se
insertan en el país las actuales corrientes migratorias. En rasgos generales, se produjo un aumento
de los flujos migratorios (internacionales e internos), motivados esencialmente por razones de empleo
y cuestiones socio culturales específicas. Pero también Chile se constituyó en un mercado atractivo
tanto para las organizaciones criminales transnacionales como para las redes delictivas internas.

Actualmente, rige un cuerpo de normas de Derecho Internacional de las Migraciones que
regula la forma en que los Estados deben implementar políticas de protección a las víctimas del
delito de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes. Ello, sin perjuicio de las disposiciones
específicas para enfrentar la persecución penal  de estos crímenes.



El delito de Trata de Personas

El 29 de Noviembre de 2004, Chile ratificó la Convención de las Naciones Unidas Contra la
Delincuencia Organizada Transnacional11 y los Protocolos para combatir los delitos trata de personas
y el tráfico ilícito de migrantes.

Los compromisos adquiridos por los Estados, en cuanto al delito de trata de personas, se
encuentran en la Convención y en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la trata de Personas,
especialmente Mujeres y Niños y en los Trabajos Preparatorios del Protocolo.

El Protocolo contra el crimen de trata de personas es un instrumento de Derecho Penal
Internacional que contiene disposiciones comunes con el Derecho Internacional de los Derechos
Humanos. Los redactores del Protocolo crearon un instrumento de aplicación de la ley que contempla
una cierta graduación en la obligatoriedad de las disposiciones sobre la protección de los derechos
humanos y la asistencia a las víctimas. El Protocolo para combatir el delito de trata de personas
establece normas mínimas y debe ser complementado por las contempladas en los instrumentos
internacionales y regionales sobre derechos humanos.

Debe tenerse en cuenta que Chile se encuentra vinculado por los principales tratados de
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. En este sentido, cualquier persona -también las
víctimas del crimen de trata- ha de ser protegida en sus derechos, por lo que no sólo se debe acudir
al Protocolo de Palermo, sino también, a los demás textos internacionales, a la hora de enfrentar este
delito.

En Chile, la normativa relativa a los tratados internacionales, en general, y a los derechos
humanos en particular, es considerada por la Constitución Política de la República en los siguientes
términos:

En general:
“Art.32º: Son atr ibuciones especiales del Presidente de la República:
15º: (…) concluir, firmar y ratificar los tratados que estime convenientes para los intereses

 del país, los que deberán ser sometidos a la aprobación del Congreso conforme a lo prescrito
 en el Artículo 54 Nº 1. Las discusiones y deliberaciones sobre estos objetos serán secretas
 si el Presidente de la República así lo exigiere”.

“Artículo 54° Nº 1:” Son atribuciones del Congreso:
Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República

 antes de su ratificación (…). La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los
 quórum que corresponda, en conformidad al artículo 66, y se someterá, en lo pertinente, a
 los trámites de una ley”.

Específicamente, en cuanto se refiere a los derechos humanos:

 “Art. 5º inciso final:
“(…) Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por

 esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se
 encuentren vigentes.”

Esto significa que la inclusión de un tratado es resultado de una manifestación de representantes
elegidos democráticamente por el pueblo, es decir, el Congreso y el Presidente de la República.



Una vez que el tratado internacional se encuentra aprobado por el Congreso Nacional y
ratificado por el Presidente de la República, genera inmediatamente obligaciones internacionales
para el Estado y no es susceptible de derogación, por voluntad unilateral del Estado, mientras se
encuentre vigente.

Además, en cuanto se refiere a un tratado sobre derechos humanos, la doctrina imperante
señala que sus disposiciones tienen aplicación preferente sobre el derecho interno.

El inciso 5° del artículo 54º de la Constitución Política introduce un principio de gran
repercusión en el derecho interno y que es plenamente armónico con las obligaciones internacionales
asumidas por el Estado de Chile en la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969,
ratificada en 1981 y publicada en junio de 1981. Dicho inciso precisa:

“Las disposiciones de un tratado solo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en
 la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho
 Internacional”.

El Estado Chileno no deja ninguna duda sobre su voluntad de hacer efectivas sus obligaciones
internacionales, de acuerdo al principio “pacta sunt servanda” desarrollado por los artículos 26 y
27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. Efectivamente, el Tribunal Constitucional
ha establecido que el Estado, luego de ratificar un tratado, se encuentra obligado a respetar sus
cláusulas.

Por lo tanto, Chile  tiene la obligación internacional de adecuar su legislación interna  de
acuerdo con las disposiciones del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la trata de personas,
especialmente mujeres y niños y el Protocolo contra el tráfico Ilícito de migrantes por tierra, mar y
aire que complementan  la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada
Transnacional.

Finalidades del Protocolo Para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de
Personas, especialmente Mujeres y Niños12

El Protocolo tiene tres finalidades: prevención y lucha contra la trata de personas; protección
y asistencia a las víctimas; y promoción de la cooperación internacional (Art. 2º). Por consiguiente,
el Protocolo obliga a los gobiernos a adoptar una normativa que prevea la tipificación del delito en
su ordenamiento interno El artículo 3º, a) del Protocolo establece la siguiente definición del delito
de trata de personas:

“Por trata de personas se entenderá la captación, el transporte, el traslado, la acogida o la
 recepción de personas, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u otras formas de
 coacción, al rapto, al fraude, al engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad
 o a la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una
 persona que tenga autoridad sobre otra, con fines de explotación. Esta explotación incluirá,
 como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual,
 los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la
 servidumbre o la extracción de órganos.”

Según esta definición, el tipo penal se compone de los siguientes tres elementos: a) la acción típica;
b) la utilización de medios coercitivos para cometerla, y c) los fines de explotación.



Elementos del tipo penal

La acción típica

La trata de personas es un delito continuado, cuya acción típica se compone de pluralidad
de acciones, que se desarrollan en distintos lugares físicos.

La definición del Protocolo incluye todas las acciones -captación, transporte, traslado, acogida
y recepción- que componen el tipo penal de trata de personas, las que pueden realizarse tanto en
los países o regiones de origen, como en los de tránsito y destino.

En todo caso, cada una de las acciones que estipula el Protocolo puede configurar por sí
mismo el delito de trata de personas, bastando la comisión de cualquiera de ellas para que se tenga
por cometido el crimen, en la medida en que concurran los demás elementos del delito: medios
coercitivos y fines de explotación.

La trata es un delito contra las personas. El bien jurídico protegido según los casos puede ser:
la vida; la integridad física y moral; la libertad personal, implícita en la prohibición de la esclavitud
y la servidumbre, comprendida la libertad sexual; y la libertad de elección laboral.

Los medios coercitivos

El Protocolo establece que para que las acciones típicas mencionadas en la primera parte de
la definición constituyan crimen deben haberse realizado por medio de coerción, física o psíquica,
que condicione, determine o vicie la voluntad de la persona víctima del delito de trata de personas.

Los medios coercitivos enumerados en el Protocolo son: la amenaza o uso de la fuerza u otras
formas de coacción, el rapto, el fraude, el engaño, el abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad,
o la concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de una persona que
tenga autoridad sobre otra.

En los trabajos preparatorios se indicó que la alusión al abuso de una situación de vulnerabilidad
debe entenderse como referida a toda situación en que la persona interesada no tiene más opción
verdadera ni aceptable que someterse al abuso concreto. La expresión “el abuso de una posición de
vulnerabilidad” implica que el crimen de trata de personas puede ocurrir sin el empleo de fuerza
física. La definición reconoce que las personas objeto del delito pueden ser víctimas por la acción o
intermediación de alguien cercano, como un padre, un cónyuge o un líder de la comunidad. En estas
situaciones las personas pueden quedar impedidas por motivos culturales o, incluso, legales, a
rehusarse y, entonces, “se someten” a la situación.

Estos actos ilícitos constituyen, también, una violación de los derechos humanos de los
migrantes en su forma más cruel.

Los fines de explotación

De acuerdo con el Protocolo, el fin de la acción típica debe ser la explotación de la persona
víctima del delito de trata de personas. Para que se de por cumplida tal finalidad, debe contemplarse
como mínimo, la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos
o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre o la extracción
de órganos.

Esta enumeración no es taxativa e indica algunas de las formas de explotación más frecuentes



en la actualidad, quedando abierta la posibilidad de que se consideren como explotación nuevas
prácticas ilícitas que pudieran ejercerse en el futuro.

Las delegaciones de países que negociaron el Protocolo de Palermo en la Comisión de Crimen
de Naciones Unidas no lograron acordar definiciones para los términos “explotación de la prostitución
ajena” y “explotación sexual” por lo que decidieron mantener una definición más abierta. La mayoría
de los delegados entendió que los países tienen diversas leyes y diferentes políticas o abordajes al
trabajo sexual del adulto.

“Explotación sexual” significa la sujeción de una persona a la prostitución, la servidumbre
sexual o la producción de material pornográfico como consecuencia de estar sujeto a una amenaza,
la coacción, el rapto, la fuerza, el abuso de autoridad, o la servidumbre por deuda o fraude. “Explotación
de la prostitución ajena” podría ser definida como la obtención, por una persona, de cualquier ventaja
financiera u otro beneficio procedente de la explotación sexual de otra persona.

El término “trabajo forzado” es definido por la Organización Internacional de Trabajo (OIT)
como: “todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo la amenaza de una pena cualquiera y para
el cual dicho individuo no se ofrece voluntariamente”13 .

El término “esclavitud” es definido en la Convención sobre la Esclavitud acordada en Ginebra,
en 1926: “La esclavitud es el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los
atributos del derecho de propiedad o algunos de ellos”.

“Las prácticas análogas a la esclavitud” están contenidas en la Convención Suplementaria
sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a
la Esclavitud de 1956,  y son definidas de acuerdo a los párrafos que siguen:

“a) La servidumbre por deudas, o sea, el estado o la condición que resulta del hecho de que
 un deudor se haya comprometido a prestar sus servicios personales, o los de alguien sobre
 quien ejerce autoridad, como garantía de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente
 valorados, no se aplican al pago de la deuda, o si no se limita su duración ni se define la
 naturaleza de dichos servicios;

b) La servidumbre de la gleba, o sea, la condición de la persona que está obligada por la ley,
 por la costumbre o por un acuerdo a vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra
 persona y a prestar a ésta, mediante remuneración o gratuitamente, determinados servicios,
 sin libertad para cambiar su condición;

c) Toda institución o práctica en virtud de la cual:
i) Una mujer, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio

 a cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, a su tutor,
a su familia o a cualquier otra persona o grupo de personas;

ii) El marido de una mujer, la familia o el clan del marido tienen el derecho de cederla
 a un tercero a título oneroso o de otra manera;

iii) La mujer, a la muerte de su marido, puede ser transmitida por herencia a otra persona;

d) Toda institución o práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho
 años es entregado por sus padres, o uno de ellos, o por su tutor, a otra persona, mediante
 remuneración o sin ella, con el propósito de que se explote la persona o el trabajo del
 niño o del joven”.



La servidumbre no es definida en la legislación internacional pero se entiende que las prácticas
mencionadas precedentemente son formas de servidumbre. La Convención suplementaria de 1956
contiene una lista de los casos específicos de servidumbre o prácticas análogas a la esclavitud. Otras
formas evidentes de servidumbre están contempladas en los principios de la Convención suplementaria,
como el empleo de prácticas culturales utilizadas para despojar a una persona de cualquier capacidad
de rechazar el sometimiento a los trabajos forzados o a la esclavitud.

El delito de trata de personas para el comercio de órganos humanos sólo ocurre si una persona
es trasladada con el objetivo de extraer sus órganos posteriormente. Sin embargo, El Protocolo para
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños no prevé la
persecución criminal de la compra y venta de órganos humanos previamente extraídos para la
comercialización ilegal.

Protección  a las víctimas del delito trata de personas

Aunque los dos protocolos son inspirados por el espíritu de la Convención de las Naciones
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, es decir, la del combate contra el crimen
organizado, tienen también por objetivo proteger bienes jurídicos distintos. Por esta razón, el  “Protocolo
para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños”, incluye
una serie de disposiciones con vista a la protección de las víctimas. La Parte II del Protocolo es
esencialmente dedicada a la asistencia, a la situación jurídica de la víctima en el Estado receptor y
a la repatriación voluntaria de las personas sujeto de trata.

El artículo 6º contiene las disposiciones sobre asistencia y protección a las víctimas del crimen
de trata de personas. Impone para los Estados parte, la obligación de crear o adaptar sus normas
internas con esa finalidad:

“Artículo 6º. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas
1. Cuando proceda y en la medida que lo permita su derecho interno, cada Estado Parte

 protegerá la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de personas, en particular,
entre otras cosas, previendo la confidencialidad de las actuaciones judiciales relativas

 a dicha trata.”

Cuando se dan a conocer los nombres de las víctimas, éstas se ven sujetas a represalias por
parte de los tratantes y de los familiares en el país de origen. La confidencialidad debe, por lo tanto,
ser asegurada por la ley interna. Debe ser prohibida la revelación pública de los nombres, las direcciones
u otra información de identificación. El Art.  24.2(a) de la Convención también insta a los gobiernos
a proteger la identidad y el paradero de los testigos. Es similar a la provisión del Protocolo y proporciona
una base más fuerte para tal legislación.

Es fundamental que se entregue a las víctimas informaciones sobre los trámites procesales
a través de asistencia  jurídica. Deben ser asistidas para que sus preocupaciones y opiniones puedan
hacerse presente durante la persecución criminal de los tratantes. El articulo 6º continua:

“Artículo 6º. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas
…
2. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico o administrativo interno

 prevea medidas con miras a proporcionar a las víctimas de la trata de personas, cuando
 proceda:

a) Información sobre procedimientos judiciales y administrativos pertinentes;
b) Asistencia encaminada a permitir que sus opiniones y preocupaciones se presenten

 y examinen en las etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los delincuentes
 sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.



Por asistencia se debe entender asistencia jurídica técnica. Las víctimas deben ser orientadas
por abogados especialistas cuando estén implicadas en procedimientos jurídicos. La orientación debe
ser prestada siempre en un idioma que las víctimas del crimen de trata de personas puedan comprender.

Muchas víctimas del delito son deportadas o retenidas en prisiones o recintos correccionales,
porque no se cuenta con un refugio apropiado. Esta carencia puede terminar en una re-victimización14.
El Articulo 6º, 3, “a” reconoce que a las personas objeto del delito trata de personas se les debería
proporcionar un "alojamiento adecuado". Sin embargo, como mínimo, se debiese obligar a todos los
gobiernos a no utilizar las casas correccionales, prisiones y cárceles para acoger a las víctimas. En
ningún caso  deberán ser retenidas con otros detenidos o prisioneros.

Las víctimas del crimen de trata de personas necesitan de asistencia médica y  psicológica,
y de recursos básicos para su subsistencia.  Los Estados partes deberán  utilizar los activos de los
tratantes, bloqueados durante la persecución criminal, para beneficiar las víctimas. Otra alternativa
eficaz sería el establecimiento de memorandos de entendimientos con ONGs y organismos internacionales
que se proponen prestar asistencia a las víctimas. La cooperación con la sociedad civil y organizaciones
pertinentes es fundamental para la real protección de las víctimas.

Sin una fuerte estructura proyectada hacia la reinserción social, las víctimas pueden quedar
en una situación de vulnerabilidad aún más profunda. Proporcionar empleo, educación y oportunidades
para la capacitación de las personas es fundamental para su progreso y bienestar. La Convención
determina que los costos de los proyectos sean repartidos entre Estados de origen y receptores. Los
Estados partes aseguran que la totalidad de las víctimas menores de edad sean proveídas de una
adecuada educación y capacitación. En este sentido, prosigue en Artículo 6º:

“Artículo 6º. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas
…
3. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de aplicar medidas destinadas a prever

 la recuperación física, sicológica y social de las víctimas de la trata de personas, incluso,
 cuando proceda, en cooperación con organizaciones no gubernamentales, otras organizaciones
 pertinentes y demás sectores de la sociedad civil, y en particular mediante el suministro
 de:

a) Alojamiento adecuado;
b) Asesoramiento e información, en particular con respecto a sus derechos jurídicos, en

 un idioma que las víctimas de la trata de personas puedan comprender;
c) Asistencia médica, sicológica y material; y
d) Oportunidades de empleo, educación y capacitación.

En el párrafo 4° del mismo artículo 6º se determina que deben siempre ser tomadas en cuenta
la sensibilidad de género y la situación especial de niños, niñas y adolescentes como principio
orientador para todas las prestaciones concedidas. Deben ser fomentadas la creación de unidades
especializadas para la atención de menores de edad, de acuerdo con el principio del interés superior
del niño/a o adolescente. Mujeres víctimas de explotación necesitan también de apoyo especial para
su recuperación:

“Artículo 6º. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas
…
4. Cada Estado Parte tendrá en cuenta, al aplicar las disposiciones del presente artículo,

 la edad, el sexo y las necesidades especiales de las víctimas de la trata de personas, en
particular las necesidades especiales de los niños, incluidos el alojamiento, la educación

 y el cuidado adecuados.
…”



Cada Estado Parte se esforzará por prever la seguridad física de las víctimas del delito de trata
de personas, mientras se encuentren en su territorio, enuncia el nº 5 del Artículo 6º. La seguridad
de la víctima no puede ser olvidada durante el proceso de asistencia. Dentro de su territorio, el Estado
parte se esforzará por garantizar la seguridad sobre la base de prevenir actos de represalia e intimidación.
Hasta el momento de la repatriación, las víctimas deben tener derecho a seguridad efectiva. Los
Estados parte receptores también deben considerar la situación de seguridad en el país de retorno-
violaciones de derecho humanos y represalias – para la posible permanencia de las víctimas dentro
de sus fronteras.

Por último, es prevista la posibilidad de obtener la compensación y la restitución por el daño
sufrido. Existen dos alternativas para esta compensación: fondos fijos de gobierno y compensación
derivada directamente del patrimonio del tratante. En este último caso la compensación de la víctima
podría ser más voluminosa, pero la lentitud procesal para liquidar estos patrimonios comprometería
su efectividad. En cambio, los fondos estatales significan para las víctimas una cantidad precisa y
de menor valor, pero de más rápida recepción. Los procedimientos adecuados para la obtención deben
ser informados y puestos a disposición de todas las víctimas y de sus representantes legales:

“Artículo 6º. Asistencia y protección a las víctimas de la trata de personas
6. Cada Estado Parte velará por que su ordenamiento jurídico interno prevea medidas

 que brinden a las víctimas de la trata de personas la posibilidad de obtener indemnización
 por los daños sufridos

….”

Régimen Jurídico aplicable en el Estado receptor

“Artículo 7° Régimen Aplicable a las Víctimas de la Trata de Personas en el Estado
 Receptor

1. Además de adoptar las medidas previstas en el artículo 6º del presente Protocolo, cada
 Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar medidas legislativas u otras medidas
 apropiadas que permitan a las víctimas de la trata de personas permanecer en su territorio,
 temporal o permanentemente, cuando proceda.

2. Al aplicar la disposición contenida en el párrafo 1 del presente artículo, cada Estado
 Parte dará la debida consideración a factores humanitarios y personales.”

La correcta implementación de este artículo, por el Estado receptor, puede prevenir violaciones
de Derechos Humanos y obligar a una atenta aplicación del Protocolo. De hecho, las personas objeto
del delito de trata de personas pueden ser revictimizadas al ser consideradas migrantes en situación
irregular, evento en el cual pueden iniciarse procesos de deportación y expulsión, sin considerar el
sufrimiento experimentado por las víctimas. En este sentido, un status migratorio adecuado, que
proporcione el tiempo para la recuperación, la reflexión, la reinserción social y la aplicación de la
ley, es fundamental para combatir el delito.

Es apropiado que los Estados parte proporcionen la residencia temporal a las personas objeto
del crimen de trata de personas. Sin un status migratorio que conceda tal posibilidad será imposible
la reinserción social y la correcta implementación de la asistencia y protección prevista en el Protocolo.
Por lo tanto, si la ley interna no permite a las personas objeto del delito de trata de personas
permanecer en el país de manera temporal o permanentemente,  es necesaria que esta provisión sea
incluida15.



Factores humanitarios también deben ser apreciados. Se debiera proporcionar status de
residente permanente si la situación en el  país de origen de la víctima ofrece riesgos a su integridad
física.

Repatriación Voluntaria de las víctimas16

Con respecto de la repatriación voluntaria de las víctimas del delito de trata de personas dos
aspectos fundamentales del Artículo 8º del Protocolo deben ser estudiados. Primero el relativo a la
seguridad de las víctimas en el país de origen. Ningún Estado parte receptor debiera proceder a la
repatriación voluntaria de personas objeto del delito de trata de personas, a menos que no haya
peligro de vida o daño en el país que los recibirá. Los Estados parte deben observar la situación
interna vigente de los países de procedencia, antes de la repatriación voluntaria,  para que las víctimas
puedan retornar y establecerse con seguridad. Debe también considerarse que las personas no estarán
sujetas a cualquier tipo de procedimiento penal en su país de origen, por el hecho de ser una víctima
del crimen de trata de personas17. Al respecto dispone el Protocolo:

“Artículo 8º. Repatriación de las víctimas de la trata de personas
1. El Estado Parte del que sea nacional una víctima de la trata de personas o en el que

 ésta tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio
 del Estado Parte receptor facilitará y aceptará, sin demora indebida o injustificada, la
 repatriación de esa persona teniendo debidamente en cuenta su seguridad.

2. Cuando un Estado Parte disponga la repatriación de una víctima de la trata de personas
 a un Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el que tuviese derecho de
 residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio del Estado Parte
 receptor, velará por que dicha repatriación se realice teniendo debidamente en cuenta
 la seguridad de esa persona, así como el Estado de cualquier procedimiento legal
 relacionado con el hecho de que la persona es una víctima de la trata, y preferentemente
 de forma voluntaria.

3. Cuando lo solicite un Estado Parte receptor, todo Estado Parte requerido verificará,
 sin demora indebida o injustificada, si la víctima de la trata de personas es uno de sus
 nacionales o tenía derecho de residencia permanente en su territorio en el momento de
 su entrada en el territorio del Estado Parte receptor.

4. A fin de facilitar la repatriación de toda víctima de la trata de personas que carezca
 de la debida documentación, el Estado Parte del que esa persona sea nacional o en el
 que tuviese derecho de residencia permanente en el momento de su entrada en el territorio
 del Estado Parte receptor convendrá en expedir, previa solicitud del Estado Parte receptor,
 los documentos de viaje o autorización de otro tipo que sean necesarios para que la
 persona pueda viajar a su territorio y reingresar en él.

5. El presente artículo no afectará a los derechos reconocidos a las víctimas de la trata
 de personas con arreglo al derecho interno del Estado Parte receptor.

6. El presente artículo se entenderá sin perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral
 o multilateral aplicable que rija, total o parcialmente, la repatriación de las víctimas de
 la trata de personas.”

El segundo aspecto fundamental a que aludíamos, está relacionado con la aceptación de la
víctima del crimen en el país de su nacionalidad o residencia permanente. Los Estados de procedencia
no pueden negarse, al ser solicitados por un Estado parte receptor, a verificar si la víctima es uno



de sus nacionales o tenía derecho de residencia permanente dentro de sus fronteras. Tampoco puede
negarse a facilitar la entrega de la documentación necesaria a sus nacionales que han sido objeto
de trata. Todos los Estados partes deben, por lo tanto, cooperar para la real solución de la situación
de cada una de las víctimas.

Tráfico Ilícito de migrantes por tierra mar y aire

Resulta importante una referencia a la figura del tráfico ilícito de migrantes en Chile, dadas
las confusiones que surgen frecuentemente entre éste y el delito de trata de personas.

Uno de los protocolos complementarios de la Convención de las Naciones Unidas contra el
Crimen Transnacional  se refiere específicamente al combate contra el tráfico ilícito de migrantes
por tierra, mar y aire.  Este Protocolo establece, como propósito básico, prevenir y combatir  el tráfico
ilícito de migrantes, proteger a los migrantes objeto  de dicho tráfico y promover la cooperación entre
los Estados partes.

La característica fundamental que guía este instrumento internacional es la transnacionalidad.
Para que se presente la figura jurídica prevista tiene que existir circulación transfronteriza. El Protocolo
limita su ámbito de aplicación a delitos  transnacionales.

Definición de tráfico ilícito de migrantes

El Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire señala:

“Articulo 3º “a” - Por “tráfico ilícito de migrantes” se entenderá la facilitación de la
 entrada ilegal de una persona de un Estado Parte del cual dicha persona no sea nacional
 o residente permanente con el fin de obtener, directa o indirectamente un beneficio
 financiero u otro beneficio de orden material.”

En otras palabras, el tráfico ilícito de migrantes es una actividad lucrativa que consiste en
el traslado o facilitación de entrada de migrantes al país de forma irregular. El ingreso se podrá hacer
por pasos no habilitados o por pasos fronterizos oficiales, recurriendo por ejemplo a documentos de
viaje o identidad falsos. Es una conducta que atenta contra la seguridad y soberanía del Estado. En
el caso del delito de trata de personas, la conducta atenta, en cambio, contra la dignidad de la
persona humana.

El tráfico ilícito de migrantes es una infracción a la legislación migratoria de un país, una forma
de facilitación de la migración irregular, asistida por terceras personas. En principio, el traficante (smuggler)
se limita a la introducción clandestina del migrante en otro Estado, facilitando o realizando el simple
cruce de la frontera internacional o, según la distancia entre los países de origen y de destino, ofreciendo
alojamiento antes o después del cruce o el ulterior transporte a una ciudad determinada.

Son frecuentes las violaciones de los derechos humanos que sufren los migrantes en manos
de traficantes ilícitos, que incluyen torturas, malos tratos, lesiones, abandono antes de alcanzar el
destino y que, incluso, como ha ocurrido, pueden terminar en tragedias. En los casos en los cuales
el tráfico ilícito de migrantes conlleva violaciones a los derechos humanos, el Protocolo tipifica el
delito de tráfico ilícito de migrantes agravado. Bajo estas circunstancias agravantes, los migrantes
quedan en situación de alto riesgo de ser víctimas del delito de trata de personas. El Protocolo prevé,
además del tráfico ilícito de migrantes, otros delitos conexos con el mismo, que se relacionan con
la documentación falsa y la residencia ilegal18 .



La protección de los migrantes objeto de tráfico ilícito

La parte del Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes destinada a la protección de los
migrantes, fue concebida sobre la base de la no penalización de las personas que han sido objeto
de cualquiera de las conductas previstas en sus artículos:

“Artículo 5º. Responsabilidad penal de los migrantes
Los migrantes no estarán sujetos a enjuiciamiento penal con arreglo al presente Protocolo

 por el hecho de haber sido objeto de alguna de las conductas enunciadas en el artículo
 6 del presente Protocolo.

Artículo 6º. Penalización
1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias

 para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente y con el fin de obtener,
 directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material

a) El tráfico ilícito de migrantes;”

Los delitos y sanciones tipificadas en el Protocolo deben ser aplicadas a quienes llevan a cabo
el tráfico ilícito de migrantes y no a las personas objeto del mismo. Por lo tanto, ningún migrante
objeto de tráfico ilícito será enjuiciado penalmente por este hecho.

Se extreman también medidas para garantizar la protección de los migrantes, de acuerdo con
el derecho internacional. El Protocolo se preocupó por los derechos humanos de las personas objeto
de tráfico ilícito, en su Art. 16º:

“Artículo 16º. Medidas de protección y asistencia
1. Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en consonancia con sus

 obligaciones emanadas del derecho internacional, todas las medidas apropiadas, incluida la
 legislación que sea necesaria, a fin de preservar y proteger los derechos de las personas que
 hayan sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo,
 conforme a las normas aplicables del derecho internacional, en particular el derecho a la vida
 y el derecho a no ser sometido a tortura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o
 degradantes.

….”

Mientras el Protocolo de Palermo crea derechos específicos para las víctimas del delito19, el
Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes determina que los Estados partes observen la aplicación
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos ya existentes. Los Estados tienen el deber de aplicar
toda la normativa del Derecho Internacional de los Derechos Humanos a todas las personas que han sido
objeto de los delitos previstos en el protocolo contra el Tráfico ilícito. Los Estados que hayan ratificado e
implementado los principales instrumentos de derechos humanos y de Derecho Internacional de las
Migraciones, deben certificar la efectividad de estas disposiciones para  los migrantes.

Si durante el iter criminis de los delitos contemplados en el Protocolo, se pone en riesgo la
vida o la seguridad de los migrantes, el Estado parte tiene la obligación de prestar una asistencia
apropiada para cada caso:

“Artículo 16º. Medidas de protección y asistencia
…
3. Cada Estado Parte prestará asistencia apropiada a los migrantes cuya vida o seguridad

 se haya puesto en peligro como consecuencia de haber sido objeto de las conductas
 enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo.

…”



Son también previstas medidas de cooperación entre los Estados, relativas al retorno al país
de origen o de residencia permanente de la persona objeto de los delitos del Protocolo. La repatriación
de los migrantes objeto de tráfico ilícito podrá ser hecha en cooperación con organizaciones
internacionales. Esta repatriación debe ocurrir de manera ordenada y humana, teniendo en cuenta
la seguridad y dignidad de la persona:

“Artículo 18º. Repatriación de los migrantes objeto de tráfico ilícito
1. Cada Estado Parte conviene en facilitar y aceptar, sin demora indebida o injustificada,

 la repatriación de toda persona que haya sido objeto de las conductas enunciadas en el
 artículo 6 del presente Protocolo y que sea nacional de ese Estado Parte o tuviese derecho
 de residencia permanente en su territorio en el momento de la repatriación.

…
5. Cada Estado Parte que intervenga en la repatriación de una persona que haya sido

 objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente Protocolo adoptará todas
 las medidas que proceda para llevar a cabo la repatriación de manera ordenada y teniendo
 debidamente en cuenta la seguridad y dignidad de la persona.

…
6. Los Estados Parte podrán cooperar con las organizaciones internacionales que proceda

 para aplicar el presente artículo.
…”

Convención sobre los Derechos  del Niño y sus Protocolos

La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por las Naciones Unidas en 1990,
contiene disposiciones sobre la protección del niño. Los menores de 18 años no deben sufrir ninguna
forma de explotación económica, sexual o laboral. Específicamente, respecto al delito de trata de
niños, la Convención prescribe:

“Art. 35º Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral
 y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños
 para cualquier fin o en cualquier forma.”

Se asegura el derecho de recuperación física y psicológica, así como la reintegración de los
niños víctimas del crimen de trata de personas. La Convención establece que los Estados partes20

tienen el deber de prevenir la explotación de niños, protegerlos y ayudarles en su recuperación, en
caso de trata21.

Los protocolos adicionales a la Convención de los Derechos del Niño22 potencian  las
disposiciones destinadas al combate del delito de trata.

El Protocolo relativo a la Venta de niños,  la Prostitución Infantil y  utilización de Niños en
Pornografía define la venta de niños de la siguiente manera:

“Artículo 2º A los efectos del presente Protocolo:
a) Por venta de niños se entiende todo acto o transacción en virtud del cual un niño es

 transferido por una persona o grupo de personas a otra a cambio de remuneración o de
 cualquier otra retribución;”



El articulo 3º de este Protocolo determina que los Estados partes  deben criminalizar la venta
nacional o internacional de niños, sea por individuos u organizaciones delictivas, para los propósitos
de explotación sexual, extracción de órganos, trabajo forzado, adopción ilegal.

Tenemos así una intersección con la definición del delito de trata de personas prevista en el
Protocolo  de Palermo. Este último proporciona una definición más amplia que incluye los elementos
de la venta de niños prevista en Protocolo relativo a la Venta de niños,  la Prostitución Infantil y
utilización de Niños en Pornografía.

4.2 Los delitos de  trata de personas y el tráfico ilícito
 de migrantes en el marco del Derecho Internacional

de los Derechos Humanos
Aunque se carece de un instrumento exhaustivo, a nivel internacional, que contemple todos

los aspectos de la migración existe un marco jurídico de protección de los derechos humanos de los
migrantes, que regula las obligaciones de los Estados en su protección y promoción. Este marco
normativo comprende todos los convenios internacionales y regionales de Derechos Humanos, incluida
la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios
y de sus Familiares. El principio fundamental de estos instrumentos es que los Derechos Humanos
son inherentes a toda persona; en consecuencia, incluyen a las víctimas del crimen de trata de
personas.

Principales mecanismos internacionales de Derechos Humanos para la
protección de las víctimas del delito de trata de personas

La Declaración Universal de Derechos Humanos, que forma parte del Derecho Internacional
consuetudinario, en su artículo 2º, señala que todas las personas tienen los derechos y libertades
proclamados en ella, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o
de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra
condición. Por lo tanto, los derechos humanos básicos recogidos en la Declaración tienen que ser
respetados en el caso de las víctimas del crimen de trata de personas, independientemente de su
status jurídico.
 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 2º, declara que los
Estados tienen que garantizar los derechos reconocidos en el Pacto a todos los individuos que se
encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción. Este artículo prevé una amplia disposición
contra la discriminación, que incluye la no distinción de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra
condición social. El artículo 26º establece la protección específica del derecho a la no discriminación.

Algunos de los derechos fundamentales reconocidos en este Pacto no son derogables, incluso
en casos de emergencia, como el derecho a la vida, la libertad de pensamiento, de conciencia y
religión y la prohibición de la tortura o la esclavitud.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 2º, declara
que los Estados Partes se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian
sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes
declara que todos los Estados Partes tomaran medidas legislativas, administrativas, judiciales o de



otra índole, eficaces para impedir los actos de tortura que se inflijan a una persona, en todo territorio
que esté bajo su jurisdicción.

La Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación
Racial, en su Artículo 1°, condena la discriminación contra alguna nacionalidad en particular. Los
Estados, al momento de diseñar legislaciones y políticas en materia de protección laboral, tienen
que poner especial atención en la grave falta de protección, la explotación y el maltrato al que son
expuestas las víctimas del crimen trata de personas.

La Convención sobre los Derechos del Niño enuncia los derechos civiles, políticos, económicos,
sociales y culturales de los niños. En el artículo 2º establece que los Estados Partes respetarán los
derechos enunciados en la Convención y asegurarán su aplicación a todo niño sujeto a su jurisdicción,
sin distinción alguna, independientemente de su raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política
o de otra índole, origen nacional, étnico o social, posición económica, impedimentos físicos, nacimiento
o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer,
en su preámbulo, expresa preocupación porque, a pesar de la existencia de diversas resoluciones,
declaraciones y recomendaciones para favorecer la igualdad de derechos entre mujeres y hombres,
aquellas siguen siendo objeto de graves discriminaciones. Igualmente recuerda que la discriminación
contra la mujer viola los principios de igualdad de derechos y respeto de la dignidad humana, limitando
la plena participación de las mujeres en la vida política, social, económica y cultural de su país.

El Artículo 1º de la Convención aporta una importante definición de discriminación contra
la Mujer: “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente
de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los Derechos Humanos y
las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier
otra esfera”.

La Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores
Migratorios y de sus Familiares, extiende los Derechos Humanos fundamentales a todos los migrantes,
sea en situación regular o irregular. Este instrumento contiene disposiciones que tienden a la
eliminación de la explotación de los migrantes y de las situaciones y movimientos clandestinos. La
mayoría de los Estados Parte de la Convención son países de origen que, si bien desempeñan un rol
significativo en la protección, tienen pocas posibilidades de influir en las condiciones de vida y de
trabajo de la mayoría de sus trabajadores en los países de destino.

Esta Convención es un pilar importante para la protección de los Derechos Humanos de las
víctimas del delito de trata de personas, ya que el instrumento contiene una visión amplia que integra
la familia del migrante, la situación de las mujeres y los niños, y reconoce de manera explícita los
derechos de los migrantes no documentados.

Violaciones de Derechos Humanos ocasionadas por el delito de la trata de
personas

Durante el iter criminis del delito, se producen violaciones de los derechos humanos de las
víctimas del delito. En la etapa de la captación (salvo el caso de rapto) estas violaciones se presentan
en menor medida que en las otras etapas del proceso de la trata. En este sentido, durante el traslado
y transporte los tratantes pueden someter a las víctimas a tratamientos inhumanos o degradantes:
privación de alimentos o agua, amenazas, lesiones, delitos sexuales, abandono de persona y aún
homicidios. Asimismo, en el lugar de destino, generalmente, las víctimas sufren una explotación



Los países receptores tienen que esforzarse por asegurar el respeto de los derechos humanos
de las personas que cruzan sus fronteras, particularmente las víctimas del delito trata de personas,
a la vez que ejercer la soberanía dentro de sus fronteras y  proteger su seguridad interna. Los países
deben elaborar normativas e implantar prácticas de protección de los derechos humanos de los
migrantes que sean congruentes con los tratados internacionales que han ratificado. La sociedad civil
y las organizaciones internacionales desempeñan un importante papel, para velar por la observancia
de las normas con cuyo cumplimiento los Estados se han comprometido ante la comunidad internacional.

4.3 Marco jurídico nacional

El artículo 367 º bis

La actual legislación chilena se limita, en lo que al delito de trata de personas se refiere, al
artículo 367 bis del Código Penal, agregado por la Ley Nº 19.409 de 1995:

“Art. 367 bis.- El que promoviere o facilitare la entrada o salida de personas del
país para que éstas ejerzan la prostitución en el territorio nacional o en el extranjero, será

 castigado con la pena de presidio menor en su grado máximo y multa de veinte a treinta
 unidades tributarias mensuales.

Sin embargo, se impondrán las penas señaladas en el inciso segundo del artículo anterior23

 en los siguientes casos:
1.- Si la víctima es menor de edad.
2.- Si se ejerce violencia o intimidación.
3.- Si el agente actúa mediante engaño o con abuso de autoridad o confianza.
4.- Si el autor fuere ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermano, tutor,

 curador o encargado del cuidado personal de la víctima.
5.- Si el agente se vale del estado de desamparo económico de la víctima.
6.- Si existe habitualidad en la conducta del agente.”

El verbo rector de este tipo penal es promover o facilitar la entrada y salida de personas del
país con la finalidad de que éstas ejerzan la prostitución, siendo irrelevante la duración de la
permanencia de las víctimas en cada lugar al que es trasladada.

Por promover se entiende instigar o fomentar.  La promoción equivale siempre a una acción
de estimulo al comercio sexual,  no siendo necesario la realización efectiva de la actividad de

sistemática, laboral o sexual, que atenta contra el derecho a la vida, a la integridad física y a la
libertad. Son, también, muchas veces obligadas por los tratantes a cometer delitos y  a mendigar.
Estos son los principales ejemplos de violaciones de derechos humanos que pueden ser perpetradas
por los tratantes.

Los Estados también pueden incurrir en violación de derechos humanos cuando no poseen
una homologación, en las legislaciones internas, de las normas internacionales de derechos humanos.
Entre las violaciones de derechos humanos se incluyen casos de detención arbitraria de las víctimas,
malos tratos durante ésta, inobservancia de las garantías mínimas cuando están en un juicio,
dificultades de acceso a la protección consular de víctimas detenidas, violencia durante el arresto y
deportación de víctimas, repatriaciones forzadas de menores no acompañados a su país de origen o
procedencia; expulsión de personas objeto del delito de trata sin la posibilidad de recurrir ante un
tribunal, y ataques y amenazas a miembros de ONGs y organismos internacionales especializados.



prostitución, para la consumación el delito. Para la configuración del delito basta, por lo tanto, con
inducir a otras personas a dedicarse al comercio sexual.

Facilitar es posibilitar o favorecer, es decir, proporcionar los medios para una actividad. Importa
una cooperación con el sujeto pasivo.

La promoción y la facilitación pueden confirmarse antes de la entrada o salida del país24,
pero el cruce de fronteras es indispensable.  Lo fundamental, en la fase objetiva, es el móvil del
agente: su intención deliberada de promover o facilitar el comercio sexual.

Para que se configure el delito debe existir dolo directo25, es decir,  que el autor tenga el
conocimiento y la deliberada voluntad de que las personas ejerzan la prostitución.
El bien jurídico protegido corresponde a “un delito pluriofensivo, ya que en él se tutela tanto la
libertad ambulatoria (protegiendo la víctimas que son privadas de libertad) y la seguridad personal
como la libertad sexual”26.

Tanto el sujeto activo como el pasivo pueden ser cualquier persona, hombre, mujer, mayor o
menor de edad.

No es necesaria la concurrencia de violencia, intimidación o engaño para que se configure
el delito, ya que el sólo hecho de cumplirse con los verbos rectores, junto con el dolo directo, es
suficiente para configurarlo en su modalidad simple27.

Sin embargo, si se configura violencia, intimidación o engaño la figura deja de ser simple,
para convertirse en una figura agravada con pena más elevada. El crimen del Art. 367º bis en su
modalidad agravada tiene pena de presidio mayor en cualquiera de sus grados (5 años y un día a
20 años) y multa de 31 a 35 UTM.

Como el delito se encuentra bajo el párrafo 6° del Título VII, del libro II “Del estupro y otros
delitos sexuales”, las disposiciones relativas a la penalidad, la acción penal y el procedimiento
aplicables serán regidos por las mismas normas de los demás delitos que atentan contra la libertad
y la indemnidad sexual (estupro, sodomía, etc.)

Análisis crítico a la legislación vigente

El tipo penal vigente sólo sanciona el delito de trata de personas con fines de explotación
sexual. No contempla el crimen de trata de personas con otros fines de explotación, por ejemplo,
explotación  laboral; y tampoco  la trata de personas interna.

Los casos de extranjeros que entran al país atraídos por ofertas laborales engañosas y que
luego quedan en una situación de explotación laboral no constituye delito. Este hecho acarrea
impunidad, genera una mayor vulnerabilidad de las víctimas y, dependiendo de las circunstancias,
podría llegar a provocar inestabilidad social.

Tampoco el tipo penal del Código Penal chileno sanciona el crimen de la trata de personas
ejercido dentro del territorio de la República. La captación, el transporte o traslado, la acogida o



recepción de personas dentro de las fronteras nacionales a través de amenaza, coacción, rapto, fraude,
engaño o abuso de poder, para fines explotación sexual, en Chile no es un delito tipificado. El tipo
penal chileno exige específicamente la entrada o salida de personas del país. El traspaso fronterizo
es elemento del tipo del delito.

Además, no han sido incorporadas a la legislación interna, las disposiciones del Protocolo de
Palermo, ratificado por Chile, relativas a la protección a las víctimas, lo cual las coloca en una
situación bastante precaria. En consecuencia, las entidades del Estado no aplican medidas destinadas
a la recuperación física y social de la víctima,  como casas de acogida, asistencia médica, psicológica
y material, oportunidades de empleo, educación y capacitación, etc.

Los Estados partes deben adoptar medidas legislativas de acuerdo al Protocolo de Palermo,
que concedan a las víctimas del crimen de trata personas la posibilidad de permanecer en el país
donde ocurrió la explotación. Sin embargo, la “Ley de Extranjería” no contiene disposiciones específicas
en tal sentido. Las víctimas se ven expuestas a procesos de expulsión, sin tomar en consideración
su condición de vulnerabilidad y los derechos previstos en la normativa internacional.

4.4 Proyecto de ley que tipifica los delitos de trata
 de personas y tráfico ilícito de migrantes

El rol de la OIM durante la tramitación del proyecto de ley

Los organismos internacionales deben apoyar y complementar las actividades de los Estados
soberanos en el cumplimiento de su deber de protección. En este sentido, la OIM está llamada a
fortalecer su apoyo a los Estados que la integran y, de hecho, así lo hace, al realizar actividades de
apoyo técnico-jurídico durante la tramitación del Proyecto de Ley, actualmente en trámite, que tipifica
los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes. Este trabajo se desarrolla particularmente
en aspectos relacionados con el Derecho Internacional Migratorio.
Considerando que el papel de protección de la OIM está basado en actividades enfocadas en obtener
el completo respeto del Derecho Internacional Migratorio, y que estos delitos afectan también los
derechos humanos, la OIM está completamente comprometida con la implementación de actividades
de protección a las víctimas del crimen de trata de personas, y con el fortalecimiento del combate
contra el mismo.

El proyecto de ley

Desde 2005 se está discutiendo en el Congreso el proyecto de ley que tipifica el delito de
trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes y establece normas para su prevención y más efectiva
persecución criminal (Boletín Nº 3778-18)28.

En la Cámara de Diputados, el proyecto fue analizado por las Comisiones de Familia y de
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento durante el año 2006. Fue aprobado en primer trámite
constitucional por la sala de la Cámara de Diputados en Octubre 2007 y, posteriormente, pasó
directamente al Senado de Chile, iniciándose el segundo trámite constitucional.

En mayo de 2008, OIM Chile solicitó a la Presidencia del Senado la integración del  proyecto
de ley en la tabla de ”Fácil Despacho”, de acuerdo con el Artículo 85º del Reglamento de la
Corporación, para facilitar una rápida votación y aprobación, considerando que existe acuerdo y
consenso general entre los Senadores chilenos, sobre la materia.



Por unanimidad, el 4 junio 2008, el Senado aprobó, en general, el proyecto y acordó remitirlo
a su Comisión de Derechos Humanos y, luego, a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia
y Reglamento, para la discusión particular de la iniciativa.
 

De acuerdo con el Reglamento del Senado, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia
y Reglamento; y la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, son comisiones
permanentes compuestas por cinco senadores y regidas por la regla de la mayoría. Deberán pasar
por estas comisiones los proyectos de ley relacionados con tales materias y otros que sean específicamente
designados por el reglamento29.

El proyecto de ley que tipifica el delito de trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes
y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal, fue analizado por los
senadores miembros de la Comisión de Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento
durante la sesión del 30 de septiembre 2008. OIM Chile fue invitada a participar en la sesión y
presentó observaciones y opiniones sobre los aspectos jurídicos más relevantes para la tipificación
de esos delitos.  El proyecto continúa en tabla, en la respectiva comisión, para un análisis final, antes
de pasar a la Comisión de Derechos Humanos. De acuerdo con el procedimiento legislativo chileno,
después de las indicaciones de ambas Comisiones, el proyecto deberá volver a la Sala del Senado,
para su votación y aprobación final.

Es necesario tener presente que la entrada en vigencia de una ley se somete a determinados
trámites legales en el poder Ejecutivo. La firma del Presidente de la República, la promulgación y
la publicación en el diario oficial, son fases obligatorias para la formación de una ley.

El objetivo principal de este proyecto de ley es adecuar el marco jurídico nacional a la normativa
internacional sobre los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, y establecer
herramientas eficaces para prevenir y combatir tales actividades delictuales transnacionales.

Para lograr dicha finalidad, el proyecto de ley contiene seis artículos permanentes, mediante
los cuales  se modifica el Código Penal, el Código Procesal Penal, el Decreto Ley Nº 1094 de 1975
“Ley de extranjería”, el Decreto Ley  Nº 2460 de 1979 (Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones),
el Decreto Ley Nº 321 de 1925 “Ley de libertad condicional” y la Ley Nº 18050 “Ley de indultos”.

Código Penal Chileno – La tipificación de los delitos de trata de personas
y tráfico ilícito de migrantes

El delito de tráfico ilícito de migrantes
El artículo primero del proyecto de ley que se discute en el Congreso Nacional deroga el actual

Art. 367º bis del Código Penal e incorpora en el Titulo VIII del Libro II, el delito de tráfico ilícito de
migrantes, como sigue:

Artículo 411º bis. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la entrada ilegal al país
 de una persona que no sea nacional o residente será castigado con reclusión menor en
 su grado medio a máximo y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

Artículo 411º ter. Se aplicará la pena señalada en el artículo anterior en su grado máximo
 cuando se ejecutare el hecho poniendo en peligro la integridad física del afectado.

Asimismo, si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuera menor de edad,
 dicha pena se aumentará en un grado.



Las mismas penas de los incisos anteriores junto con la inhabilitación absoluta en
 su grado máximo, se impondrán si el hecho fuere ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por
 un funcionario público.”

La conducta que el proyecto de ley  penaliza es la facilitación o promoción de la entrada en
el país de una persona que no sea nacional ni residente permanente, sin haber cumplido los requisitos
legales, como por ejemplo la obtención regular de visas.

El bien jurídico protegido es el orden jurídico interno. Necesariamente para que se configure
el delito, debe producirse un cruce de fronteras disconforme con las leyes internas.

El delito debe ser cometido con la intención fundamental de facilitar la entrada ilegal y de
obtener un beneficio económico o de  orden material por parte de los traficantes. El dolo, por tanto,
 es directo.

El proyecto establece penas de reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5
años) y multas de 50 a 100 UTM en su modalidad simple. Si el hecho lo comete un funcionario
público, si la víctima es menor de edad o se pusiere en riesgo su vida, se aumenta la pena en un
grado (de 3 años y un día a 10 años). Por otra parte, estas sanciones se le impondrán aunque no
haya obrado con ánimo de lucro.

Delito de trata de personas
“Artículo 411º quater. El que mediante violencia, intimidación, coacción, engaño
o abuso de poder capte, traslade, acoja o reciba personas para que sean objeto de alguna

 forma de explotación laboral o sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos, será
 castigado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta
 a cien unidades tributarias mensuales.

Si la víctima fuere menor de edad se impondrá la misma pena del inciso anterior, aun cuando
 no concurriere ninguna de las circunstancias allí señaladas.”

El proyecto incorpora un tipo penal de acuerdo con la normativa internacional. Son suplidas
las deficiencias y debilidades de la legislación vigente. Se criminaliza la explotación laboral, sin hacer
distinción entre la trata de personas interna e internacional.

Explotación laboral es el acto de aprovecharse injustamente del trabajo de alguien para su
propio beneficio (vg. servicios o trabajo forzosos).30 El delito de trata de personas para fines de
explotación laboral debe ser considerado como cualquier captación, traslado, acogida o recibimiento
de personas, mediante la violencia, intimidación, coacción, engaño o abuso de poder, para hacer de
ellas objeto de un aprovechamiento injusto durante el desempeño de sus actividades laborales.

Al ser incluida la trata de personas con fines de explotación laboral y no sólo limitada a la
explotación sexual, su ubicación en el Código Penal, pasa a estar en el Título sobre “Crímenes y
simples delitos contra las personas”. Este cambio confirma la nueva dimensión que da el legislador
al delito, dentro del país.

Siguiendo los patrones internacionales, fue suprimido el elemento del traspaso fronterizo. A
través del Artículo 411º Quater se logrará la persecución criminal del delito de trata de personas
cuando su ciclo sea desarrollado íntegramente dentro del país. Los movimientos internos, intra-
regionales y locales de personas coaccionadas para fines de explotación, sea laboral o sexual, también
estarán considerados como crímenes y  sujetos a penalización.



Los verbos rectores son captar, trasladar, acoger o recibir personas. El dolo es directo: supone
conocimiento y voluntad de las personas para que sean objeto de explotación laboral, explotación
sexual y extracción de órganos.  Este móvil del agente conferirá la connotación típica a la conducta.

El futuro Artículo 411º quater  establece penas de reclusión mayor  en sus grados mínimo a
medio (de 5 años y un día a 15 años) adicionado a multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.

Si se trata de un menor de edad no requiere que se configuren los medios coercitivos (violencia,
intimidación, coacción, engaño o abuso de poder) para que se configure la comisión del crimen.

La cooperación eficaz

El proyecto de ley también trae en su cuerpo el futuro Art. 411 quinquies que define la
atenuante de la cooperación eficaz. Tenemos así en su artículo primero:

“Artículo 411º quinquies.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación
 eficaz que conduzca al esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación
 de sus responsables; o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros
 delitos de igual o mayor gravedad. En estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en
 un grado.

Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas
 y comprobables, que contribuyan necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.

Si con ocasión de la investigación de otro hecho constitutivo de delito, el fiscal correspondiente
 necesita tomar conocimiento de los antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz,
 deberá solicitarlos fundadamente. El fiscal requirente, para los efectos de efectuar la diligencia,
 deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la cooperación, debiendo este
 último previamente calificar su conveniencia. El superior jerárquico común dirimirá cualquier
 dificultad que surja con ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.

La reducción de pena se determinará con posterioridad a la individualización de la sanción
 penal según las circunstancias atenuantes o agravantes comunes que concurran; o de su
 compensación, de acuerdo con las reglas generales.

….”

La cooperación eficaz significa el suministro de datos o informaciones precisas, verídicas y
comprobables por parte de los partícipes. Este instituto constituye una herramienta de importancia
significativa cuando son perseguidas grandes redes de criminales y bandillas de tratantes con mayor
estructura.

Código Procesal Penal Chileno

El artículo 2º del Proyecto de ley determina que serán incorporados cuatro nuevos artículos
en el Código Procesal Penal chileno relativos a protección de las víctimas, medidas cautelares y
agentes encubiertos.

Las disposiciones relativas a la protección y privacidad de las víctimas son las siguientes:

“Artículo 78º bis.- Protección de la integridad física y psicológica de las personas objeto del
 tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de personas.

El Ministerio Público, sin perjuicio de lo dispuesto en este código, decretará todas las medidas



 necesarias tendientes a asegurar la plena vigencia de todos los derechos de las personas
 víctimas de estos delitos. Cuando se trate de niños o niñas, velará especialmente porque
 reciban de los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y adolescencia un
 trato acorde a su condición de víctimas y dispondrán que se efectúen las acciones tendientes
 a la revinculación familiar, si fuere procedente de acuerdo al interés superior del niño, niña

o adolescente.

En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los artículos 411 bis y 411
 quater del Código Penal, carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados,
 el juez estime que los intereses de las personas menores de edad son independientes o
 contradictorios con los de aquel a quien corresponda representarlo, el juez le designará un
 curador ad lítem de cualquier institución que se dedique a la defensa, promoción o protección
 de los derechos de la infancia.”.

“Artículo 78º ter.- Privacidad y protección de identidad.
La identidad de las víctimas deberá siempre mantenerse en reserva, pudiendo sólo ser conocida

 por los intervinientes.

Las audiencias a que den lugar los procesos incoados por la infracción a lo dispuesto en los
 artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, cuando se refieran a delitos cometidos contra
 menores de edad, serán privadas.”

El Ministerio Público es, por lo tanto, el responsable principal de la protección a la victima,
velando para que todos sus derechos sean respetados. Gran importancia se da en el tratamiento
especial que debe ser ofrecido a niños, niñas y adolescentes.  Se debe tener en cuenta su especial
situación de vulnerabilidad y sus necesidades especiales. En todas las acciones protectoras el
Ministerio Público se orientará por el principio del interés superior del niño/a y adolescente31.

Se designará un curador ad lítem32 si la víctima necesita  de representante legal, o bien
teniéndolo, el juez estime que los intereses de los niños, niñas y adolescentes son independientes
o contradictorios con los de quien lo representa.

Es garantizada la protección de la identidad de las víctimas durante los procesos de persecución
criminal de los delitos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes. Todas las audiencias serán
realizadas en forma privada, siendo limitado el acceso a todos los que no sean intervinientes  procesales
cuando las víctimas son menores.

Las medidas cautelares previstas en el proyecto de ley que son incorporadas en  el Código
Procesal Penal serán las siguientes:

”Artículo 157º bis.- Medidas cautelares reales especiales. En los delitos contemplados en los
 artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, el ministerio público podrá solicitar al juez
 de garantía que decrete, sin comunicación previa al afectado y aun antes de la formalización
 de la investigación, las medidas cautelares reales que sean necesarias para evitar el uso,
 aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dineros provenientes
 de los delitos materia de la investigación.”.

Esta disposición está de acuerdo con la Convención de las Naciones Unidas Contra la
Delincuencia Organizada Transnacional. El bloqueo de los activos provenientes de los crímenes de



trata de personas y tráfico ilícito de migrantes deberán ser decomisados de acuerdo con la legislación
chilena. Todas las clases de valores o dineros aunque se hayan transformado o convertido en otros
bienes pueden ser decomisados. La disposición del presente artículo no debe jamás ser interpretado
contra el tercero de buena fe. Las personas sujetas al delito de trata de personas deberían tener
acceso directo a los activos con el objetivo de recibir la compensación por los abusos sufridos.

Ésta es una necesaria herramienta procesal para una condena efectiva y punición de los
tratantes y protección de las víctimas.

El Agente encubierto es la última alteración en el  Código Procesal Penal prevista en el
proyecto de ley:

“Artículo 226º bis.- Agentes encubiertos.
El fiscal que dirija la investigación, podrá solicitar al juez de garantía, autorización para que

 funcionarios policiales puedan ocultar su identidad oficial e involucrarse o introducirse en
 las organizaciones o asociaciones destinadas a la comisión de los delitos contemplados en
 los artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, con el objetivo de identificar a los
 participantes, reunir información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.

El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección Nacional del Servicio de
 Registro Civil e Identificación deberá otorgar los medios necesarios para la oportuna y debida
 materialización de ésta.

El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por los delitos en que incurra
 y no haya podido impedir, siempre que sean consecuencia necesaria del desarrollo de la
 investigación y guarden la debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.

El empleado público o el profesional que viole el secreto de la identidad del agente encubierto,
 será sancionado con presidio menor en su grado medio a máximo y con la suspensión de cargo
 y oficio público o profesión titular, según corresponda, en su grado medio a máximo.

Lo establecido en el artículo 222, será aplicable también al delito contemplado en el artículo
 411 bis del Código Penal.”.

Aumenta las facultades investigativas del MP, existe una regulación especial de la técnica
de agentes encubiertos, además de poder solicitar al juez de garantía33 que decrete medidas cautelares
reales especiales.

“Ley de Extranjería”

El Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la trata de personas especialmente mujeres
y niños, contiene disposiciones que determinan que los Estados partes deben implementar una visa
de residencia temporal o permanente para las víctimas que fueron explotadas fuera de su país de
origen. Esta disposición permite asegurar una mejor asistencia y protección junto con la reinserción
social de la víctima.



La legislación chilena aún no contempla la expedición de una visa para que las personas
objeto del delito de trata de personas permanezcan legalmente en el país temporal o permanentemente.
No existe ninguna disposición, en la “Ley de Extranjería”, específica, para proteger a las víctimas
de la trata de personas.

Uno de los cambios más significativos contemplados por el Proyecto de Ley, afecta a la “Ley
de Extranjería”. En efecto, si el proyecto se transforma en ley, se podrá solicitar al Departamento
de Extranjería la autorización de residencia temporal.

En su artículo tercero, el proyecto prevé las siguientes adiciones a la Ley Nº 1094:

“Artículo 33º bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411º quater del Código Penal,
 que no sean nacionales o residentes permanentes en el país, tendrán derecho a presentar una
 solicitud de autorización de una residencia temporal por un período mínimo de seis meses,
 durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y civiles en los respectivos
 procedimientos judiciales o iniciar los trámites para regularizar su situación legal de residencia.

En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que soliciten autorización de
 residencia por existir grave peligro para su integridad física y psíquica resultante de las
 circunstancias en que se ha cometido el delito en sus países de origen.”

De aprobarse el proyecto, el nuevo artículo 33º bis de la “Ley de Extranjería” otorga a las
personas objeto del delito de trata de personas el derecho a presentar su solicitud por un período
mínimo de 6 meses.

No se podrá decretar la repatriación voluntaria de víctimas del delito que  estén en grave
peligro en su país de origen. Si la integridad física y psíquica de una víctima estuviera amenazada,
debido a las circunstancias en que se ha cometido el crimen, está prohibido iniciar el procedimiento
para su retorno. Las circunstancias en que se cometió el delito, se refieren directamente a la modalidad
de explotación a que fueron sometidas en algunos países, donde ésta podría estar penalizada, de
modo tal que las víctimas del delito originarias de países donde la prostitución es un delito, podrían
ser sancionadas en lugar de ser protegidas.

Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones

El proyecto de ley asigna a la Policía de Investigaciones de Chile la obligación de fiscalizar
la real voluntariedad de las salidas y entradas en el país, así como verificar la validez y autenticidad
de los documentos que portan las personas en tránsito. Esta disposición se encuentra contenida en
el artículo cuarto del proyecto de ley.

“Artículo cuarto.- Intercálese, en el artículo 5° del Decreto Ley Nº 2.460, de 1979,  ley
 orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a continuación de la oración “controlar el
 ingreso y la salida de personas del territorio nacional;”, el siguiente párrafo:

“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta identificación de las personas
 que salen e ingresan al país, la validez y autenticidad de sus documentos de viaje y la libre
 voluntad de las personas de ingresar o salir de él;”.

4.5 Aportes de la OIM Chile a la elaboración de una nueva
 “Ley de Extranjería”

Durante los últimos años se ha asistido a una nueva dinámica migratoria en la Región del
Cono Sur. Chile, que se caracterizaba por ser fundamentalmente un país de flujos emigratorios, se
convirtió en un importante país receptor, debido a su creciente desarrollo económico, y a su estabilidad
política y social.



 El gran desafío que enfrenta Chile, en términos migratorios, consiste en crear condiciones
propicias para mejor acoger este incremento de inmigrantes que buscan nuevas oportunidades
laborales, sin menoscabo del futuro de los propios chilenos.

En este contexto, el año de 2006 el Ministerio del Interior solicitó a la Misión de la Organización
Internacional para las Migraciones en Chile, colaboración en la elaboración de un anteproyecto una
nueva “Ley de Extranjería”, que considerase la realidad chilena en los últimos años.
La propuesta de la OIM, junto con enmarcarse en los patrones internacionales de protección a los
derechos humanos, específicamente los de los migrantes y sus familias, tomó en especial consideración
la situación de las víctimas de trata de personas y de los migrantes que son objeto de tráfico ilícito.

Aportes de la OIM Chile

Entre las ideas aportadas por la OIM al Gobierno de Chile merece especial mención, desde
luego, en énfasis en que

Las autoridades encargadas de la aplicación de la Ley, respeten y velen por la protección de
 los derechos humanos de los extranjeros que se encuentran en Chile, a fin de dar cumplimiento
 a los tratados internacionales sobre la materia, ratificados por Chile.

Respecto a los delitos de trata de personas y de tráfico ilícito de migrantes, no hay que olvidar
que los Protocolos complementarios de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional, obligan a los Estados a incorporar en la legislación interna disposiciones
de protección a las víctimas del delito de trata de personas y a los migrantes objeto de tráfico ilícito.
Por ello, una de las proposiciones de la OIM al Gobierno de Chile,  consistió en acentuar la necesidad
de coordinación de las autoridades involucradas en la lucha contra estos crímenes, para prevenirlos,
reprimirlos eficazmente  y otorgar asistencia a las víctimas.

La referencia corresponde generalmente

a las instituciones policiales y al Ministerio Público, y se refiere específicamente a la promoción
 del intercambio de información, tanto dentro de Chile como en el ámbito internacional,
 relacionado con las actividades de organizaciones delictivas, así como a la asistencia y
 protección a las víctimas.

La principal idea aportada por la OIM Chile, relativa al delito de la trata de personas se basa en
la consideración de que la persecución de los crímenes de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes
es bastante compleja, y que poder contar con testigos dispuestos a declarar es fundamental para las
investigaciones. A ello se agrega que en el caso del tipo penal de la trata de personas, el Protocolo de
Palermo establece como una de sus finalidades “proteger y ayudar a las víctimas de dicha trata, respetando
plenamente sus derechos humanos” (artículo 2/b). En función de ello, la OIM puso énfasis en definir
adecuadamente la residencia temporal que debiera concederse a las víctimas del delito de trata de
personas y a los testigos que pudiesen aportar información útil a las investigaciones policiales.

En dicho sentido, se propuso la idea de que

La residencia temporal, en cuanto protección de víctimas y testigos, debiera ser otorgada
 previo informe del fiscal que investigue el caso respectivo, o de la Policía o de instituciones
 públicas o privadas especializadas en materia de migraciones y que hayan tenido conocimiento
 de los hechos a través del ofendido o de terceras personas; informe que permitiría evaluar la
 gravedad del peligro en que se encuentra la persona y, con relación a los testigos, la relevancia
 de su contribución a la eficaz persecución de la organización criminal o la individualización
 o captura de los responsables de los delitos.





















































































































6.1.El tráfico Ilícito de migrantes en la Región de Arica
 y Parinacota

El tránsito fronterizo entre la ciudad de Arica (Chile), en la Región de Arica y Parinacota, y
Tacna (Perú) es el más importante a nivel nacional, después del que se produce en el aeropuerto
internacional de Santiago de Chile, en cuanto al número de personas que diariamente circulan de
un país a otro. Policía Internacional informa que, en promedio, debe controlar entre ocho mil y once
mil pasos (personas) diariamente.

La proximidad geográfica, unida a vínculos comerciales y/o familiares, hace que nacionales
de cada país se trasladen haciendo uso del Convenio de Facilitación del Tránsito Fronterizo entre
las ciudades de Tacna y Arica.

El convenio bilateral entre los Estados de Chile y Perú, facilita el tránsito de personas entre
las ciudades de Tacna y Arica. Este Convenio permite a los migrantes de ambos países permanecer
por períodos de hasta siete días en las respectivas ciudades. El Convenio presenta dos restricciones
importantes: una es la prohibición de desplazamiento fuera de la zona definida (en el caso de Chile
los ciudadanos peruanos no pueden salir de la ciudad de Arica hacia el sur) y la otra es la imposibilidad
de ejercer actividades laborales permanentes o temporales con fines de lucro. El límite hacia el sur,
dentro del territorio Chileno, está dado por el control migratorio interno de Cuya, 110 Kms. al sur
de Arica.

Esta condición de región limítrofe ha hecho de Arica un lugar propicio para la realización
de actividades ilícitas, siendo significativo y extendido el tráfico ilícito de migrantes. El Convenio
Tacna-Arica ha sido señalado por instituciones públicas y ONG’s como un factor que ha provocado,
en parte, el aumento de este delito, como respuesta a la restricción de movimiento fuera de la región.
Se puede observar a traficantes ilícitos en los terminales de buses de la ciudad de Tacna y Arica,
contactando migrantes y ofreciendo el paso ilegal del control fronterizo interno de Cuya.

Estos traficantes, en muchos casos, actúan en coordinación con choferes de camiones de
carga y de buses que viajan a ciudades al sur de Arica, como Iquique, Calama, Antofagasta y Santiago.
Se acuerda el precio y la ciudad de destino de las personas, y son llevadas al interior del bus como
un pasajero más u ocultos bajo la carga de los camiones. En algunos casos, a estos extranjeros sin
documentación, se les hace bajar del bus antes del control, para luego hacerlos subir una vez pasado.

El Convenio de tránsito de personas en la zona fronteriza chileno-peruana de Tacna- Arica,
en su Artículo décimo, sanciona con el abandono inmediato del país y la prohibición temporal o
definitiva de utilizar lo beneficios bilaterales, al ciudadano peruano que ingresa a Chile utilizando
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el salvoconducto y ultrapasa los límites de la zona de la ciudad de Arica. Las sanciones son aplicadas
por la más alta autoridad política de Arica e inmediatamente comunicadas al consulado peruano en
la región.

Sin embargo, no se establece ninguna sanción a las personas que facilitan el traspaso irregular
del control de Cuya a ciudadanos peruanos que entran al pais utilizando el Convenio. Las situaciones
de violación de derechos humanos a que están expuestos los migrantes peruanos transportados, en
nada se diferencian de las realidades a las que están sujetos los migrantes objeto de tráfico ilícito.
Son abandonados durante el camino a bajas temperaturas, caminata que en medio del desierto pone
sus vidas en riesgo, especialmente el de mujeres, niños, niñas y adolescentes, y no poseen apoyo
en el lugar de destino.

Este abandono, sumado a las condiciones de irregularidad migratoria, convierte a estas
personas en población especialmente vulnerable a ser víctimas de la trata personas contribuyendo
a la perpetuación del delito dentro de las fronteras chilenas.

6.2. Haitianos en Quilicura
El delito de trata de personas se manifiesta de maneras peculiares. Tres elementos fundamentales

del tipo penal (reclutamiento, coacción y explotación) se presentan en modalidades que se adaptan
a las más diversas realidades. Esta volatilidad puede generar casos de difícil resolución, donde las
autoridades locales se encuentran limitadas en sus herramientas de persecución criminal y protección
a las víctimas del crimen.

Durante la investigación, se detectó, a través de información institucional, la presencia cada
vez más notoria de ciudadanos haitianos en la zona de Quilicura (zona norte de la ciudad de Santiago),
identificándose, en la actualidad, una comunidad cercana a las 300 personas provenientes de la isla
caribeña.

La dinámica de este movimiento migratorio está directamente ligada al delito de  trata
personas. El interés teórico del mismo proviene exactamente de la modalidad de explotación verificada.
El aprovechamiento “sui generis”  presente en este caso acaba por poner a Chile como un país de
destino final en su trayecto.

En los suburbios de Puerto Príncipe, se están ofreciendo contratos de trabajo de una duración
de 6 meses renovables a ciudadanos haitianos desempleados. El contrato consiste en una oferta
laboral para desarrollar en Chile actividades en empresas madereras de la región central. Los contratos
son entregados y firmados por los trabajadores haitianos y por los supuestos representantes de los
empleadores chilenos en Haití.

A los ciudadanos  haitianos se les cobraba la suma de 1500 dólares americanos después de
la firma del contrato. Este valor sería supuestamente para costear los pasajes aéreos hasta Santiago.
Con los pasajes pagados, se entregaban las direcciones, números de teléfonos y de celulares en Chile.
Las víctimas eran orientadas a dirigirse a los lugares indicados a su llegada. Viajaban siempre solas.
Llegando a la capital chilena, se encontraban completamente abandonadas. No habían empresas
maderas ni tampoco existían las direcciones y números facilitados por los tratantes. Los haitianos
se encontraron entregados a la propia suerte, con dificultades de comunicación y sin recursos
financieros.

Estamos delante de un caso de trata de personas: el transporte de personas, el reclutamiento
(a través de una oferta de trabajo engañosa, constatado por el cambio de las condiciones iniciales)
junto con una explotación pecuniaria (el pago efectuado por cada una de las víctimas es considerado



un medio de ingreso monetario sistemático, fruto de una explotación, visto desde la perspectiva de
los tratantes).

Todo el ciclo del delito de la trata de personas se desarrolla fuera de las fronteras chilenas.
Encontramos, por lo tanto, una situación excluida de la territorialidad,  fuera de los límites de
jurisdicción del Estado chileno. La persecución penal de los tratantes quedaba inviable.

Los mecanismos de protección a las víctimas también son limitados y aunque existiesen tales
mecanismos en Chile, las victimas no tendrían acceso a ellos, una vez que fueron reclutadas,
engañadas y explotadas en su país de origen, excluyéndose la responsabilidad del Estado chileno.

6.3.Chile como país de tránsito para tráfico ilícito de
 migrantes

6.3.1. Programa OIM de Asistencia al Retorno Voluntario- (AVR)

El programa de la OIM para la asistencia al retorno voluntario (AVR) es una herramienta de
gestión fundamental para lograr un movimiento digno de las personas y su reinserción social. El apoyo
logístico y financiero para personas objeto de tráfico ilícito92, imposibilitados de permanecer en el
extranjero, consiste así en una alternativa eficaz a las deportaciones, expulsiones y retornos involuntarios.

eL AVR se sustenta en principios fundamentales que iluminan todo el proceso logístico, tanto
en el embarque, como durante el traslado o en la llegada al país de origen. Está orientado siempre
por la ley interna e internacional, tiene como objetivo abordar las causas motivadoras de los retornos
y persigue siempre de mantener al  migrante completamente informado sobre el proceso.
En el caso práctico siguiente, el principio de la “cooperación” se presenta también como uno de los
fundamentos de los programas de asistencia al retorno voluntario. Un AVR sin un alto nivel de
cooperación entre las autoridades estatales, comunidad internacional, organismos no gubernamentales
y entre las diversas misiones de los organismos internacionales, establecidas en los Estados de origen,
tránsito y destino, puede comprometer el logro de una migración digna y humana.

6.3.2. Caso de ciudadanos esrilanqueses

Se trata de un caso de tráfico ilícito de migrantes con destino a Alemania, en el que Chile
fue utilizado como país de tránsito para blanqueamiento de rutas.

Los migrantes eran originarios de regiones rurales de Sri Lanka. No poseían formación
académica o escolaridad. Trabajaban en la agricultura familiar y en servicios generales, mecánicos,
carpinteros.

Motivados por el llamado de parientes que vivían en Alemania, planearon migrar hacia el
continente europeo con el objetivo de trabajar en los establecimientos comerciales de sus familiares.

Cabe señalar, que la presencia de traficantes malayos es muy común en las regiones pobres
de Sri Lanka. Varios ofrecen sus servicios y obtienen clientes con la promesa de una entrada segura
a Europa y al norte de América. Cobran un precio de 5000 dólares americanos por persona. Este
valor incluye los pasajes aéreos, traslados terrestres y documentación: pasaporte malayos con las
visas necesarias para la entrada a los países de destino. Los documentos se elaboraban en Malasia
y eran enviados por correo a los migrantes en Sri Lanka.
92 Del AVR también pueden beneficiarse personas cuya solicitud de asilo ha sido rechazada, víctimas de trata de personas, estudiantes
 en el exterior, nacionales con alta capacitación y otros migrantes en situación de vulnerabilidad.



Los tres ciudadanos esrilanqueses lograron contactar un traficante malayo conocido en su
región. Pagaron un la cantidad de 15000 USD en total, recibieron las orientaciones de los traficantes
e iniciaron su viaje con destino a Alemania.

 Salieron de Colombo con destino a Jacarta, lugar donde  tomaron un vuelo hacia Ámsterdam,
donde hicieron conexión con Lima, Perú. Una vez en Lima inician un viaje terrestre. Tomaron bus
hasta La Paz, Bolivia, donde permanecieron por tres días. Seguirían entonces de La Paz a Santiago
de Chile en avión. Aquí en Santiago finalmente embarcarían en vuelo directo para Frankfurt, Alemania.

A su entrada en Chile, los tres ciudadanos de Sri Lanka fueron detenidos por la Policía
Internacional. Los falsos pasaportes malayos fueron identificados y se permitió a los migrantes su
entrada al país, permaneciendo en la zona de embarque del aeropuerto internacional de Santiago.
En ese momento, la OIM  fue requerida y se mantuvo un contacto directo con los migrantes, para
obtener más detalles sobre su llegada a Chile.

Finalmente, la OIM prestó asistencia a los migrantes, utilizando todas las informaciones
necesarias respecto de su status jurídico en el momento. Las autoridades chilenas estaban a punto
de iniciar el proceso de expulsión, cuando la OIM Chile ofreció a estos ciudadanos la opción de
acceder al programa de retorno voluntario. Con la declaración de voluntad de retornar a su país de
origen, la Organización solicitó a las autoridades la suspensión de los procedimientos de expulsión,
asumiendo la responsabilidad de retornar los ciudadanos a su país de origen.

Se inició entonces un proceso logístico, de rápida y efectiva cooperación, el cual implicó a
Misiones de la OIM en tres continentes.  Una vez que los afectados aceptaron participar del programa
VARSRP (Assisted Voluntary Return & Sustainable Reintegration Program)93, la OIM Chile proporcionó
asistencia a los ciudadanos durante los procedimientos de preembarque para Sri Lanka. Recibieron
dinero efectivo para cubrir los gastos de habitación y pensión mientras aguardaban la fecha de retorno.

Junto con la OIM Buenos Aires, se coordinó la asistencia durante la conexión en Brasil, en
colaboración con una ONG local. La OIM Sri Lanka arregló, junto con las contrapartes locales, la
asistencia durante la última conexión en Dubai, llegando luego a Colombo. Ejemplos como éste
confirman la importancia del principio de la “cooperación” durante todo el proceso de retorno.

El éxito fue garantizado debido a que se lograron condiciones de sostenibilidad del retorno.
Las estrategias de reintegración son fundamentales para los migrantes. Si no encontraran posibilidades
de reestablecerse en el país de origen de forma sostenible, podrían iniciar nuevamente el ciclo
migratorio impidiendo la consecución de los resultados esperados del programa.
Su adecuada reintegración e inserción social se facilitan a través de la asistencia social y educacional
directa a los migrantes, que, junto con créditos financieros, constituyen elementos fundamentales
para la readaptación a sus comunidades de origen.

Actualmente, lo esrilanqueses se encuentran en su país recibiendo los beneficios previstos
en el VARSRP. Asimismo, se abrió una oportunidad de cooperación entre las autoridades chilenas y
la Organización Internacional para las Migraciones. El entendimiento que se logró en este caso
concedió beneficios a todas las partes: las autoridades chilenas evitaron el inicio de un proceso de
expulsión, de gastos  procesales y de traslados; la OIM Chile pudo aplicar su mandato de protección,
de facto, auxiliando los migrantes; y, principalmente, los retornados salieron de una situación de total
vulnerabilidad en un país extraño, para tener oportunidades de empezar una nueva vida en su tierra
natal.





En este capítulo se hace una descripción de cada una de las instituciones públicas y privadas
que fueron entrevistadas94. Para cada institución se muestran los antecedentes relevantes sobre el
trabajo en trata de personas durante los últimos años95, y se describen las competencias y acciones
específicas en el abordaje del delito.

Congreso Nacional

El Congreso Nacional de Chile está compuesto por una Cámara de Diputados y un Senado.

El Congreso Nacional tiene entre sus principales objetivos, ejercer la representación de la
ciudadanía, concurrir a la formación de las leyes con el Presidente de la República y fiscalizar los
actos del Gobierno.

Como fue señalado a lo largo de este informe, la adecuación de la legislación nacional a los
estándares internacionales con los que Chile se ha comprometido, es fundamental para el enfrentamiento
integral del delito de la trata de personas.

Desde 2007 la Cámara de Diputados y el Senado han discutido el proyecto de ley que tipifica
el delito de trata de personas y el trafico ilícito de migrantes, lo que ha favorecido, además, una
amplia discusión  entre todas las instituciones que se encuentran relacionadas con el abordaje de
este crimen en el país.

El proyecto de ley96 actualmente se encuentra en análisis y discusión en la Comisión de
Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado chileno.

Ministerio del Interior

El Ministerio del Interior está encargado de coordinar preferentemente las tareas políticas del
Gobierno. Sus funciones principales son mantener el orden público interior, la seguridad y la paz
social. Como encargado del Gobierno Interior le corresponde supervisar a los intendentes regionales
y gobernadores provinciales. Además, al Ministerio del Interior le compete impulsar  políticas de
migración.

El Departamento de Extranjería y Migración que depende orgánica y funcionalmente de la
Subsecretaría del Interior, está encargado de desarrollar la gestión migratoria, asesorando a las
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entidades del Ministerio, coordinando y controlando la aplicación y cumplimiento de la legislación
migratoria y cumpliendo, entre otras funciones, las de proporcionar información a los inmigrantes,
analizar las solicitudes de visa y de otorgamiento del estatuto del refugiado, de nacionalidad, etc.

En el ámbito regional, el Ministerio del Interior actúa a través de las Intendencias y Gobernaciones
Provinciales, organismos que, entre sus numerosas funciones, se encargan de desarrollar la gestión
migratoria en las zonas geográficas que comprende la región respectiva. Entre otras, tienen como
atribuciones entregar información sobre temas migratorios a los usuarios de su región o provincia,
así como coordinan aquella gestión con la Jefatura de Extranjería y Policía Internacional de la Policía
de Investigaciones y con el Servicio de Registro Civil e Identificación.

El Ministerio del Interior ha sido actor importante, desde el año 2005, en diversas instancias
de discusión sobre el delito de trata de personas, y ha suscrito acuerdos específicos a nivel nacional,
bilateral y multilateral.

Como antecedentes relevantes, el Ministerio del Interior señala los siguientes hitos:
- Creación, en el mes de Julio del año 2008, de la Mesa de Trabajo Intersectorial sobre

 trata de personas;
- Participación en el “Primer congreso internacional del MERCOSUR y Estados Asociados

 sobre trata de personas y pornografía Infantil”, en la ciudad de Buenos Aires en junio
 de 2008.

- El año 2007, en el marco de la “Reunión de Autoridades Ejecutoras del plan de Acción
 contra la delincuencia organizada y el terrorismo”, entre Chile y Colombia, se acordó la
 conformación de un grupo de trabajo binacional especializado, para cooperar en materia
 de trata de personas;

- Realización, entre Bolivia y Chile, de un seminario sobre las Peores formas de trabajo
 infantil, con énfasis en la prevención de la trata y tráfico de menores de edad, el año
 2007, elaborándose un plan de acción binacional en la materia97 ;

- Participación en la elaboración de mapeos geográficos, en los años 2006 y 2007, que
 señalan los lugares geográficos más vulnerables al desarrollo del crimen organizado
 vinculado a la trata de personas;

- Suscripción, el año 2006, del Plan de Acción del MERCOSUR para la lucha contra la
 trata de personas;

- Participación en Reuniones de Autoridades Nacionales sobre la Trata de Personas con
 representantes de distintos Ministerios (2006, Isla Margarita, Venezuela; 2009, Buenos
 Aires, Argentina) 98

- Implementación del programa y sitio Web Chilenos Desaparecidos, junto con el sector
 privado y otras instituciones del Estado, que se utiliza para casos de trata de personas.

- Diseño, junto al SENAME, de un sistema de revisión de solicitudes de residencia
 presentadas en Chile por niños, niñas y adolescentes no acompañados.

Durante el transcurso de esta investigación, se tomó contacto con las gobernaciones provinciales
de cada ciudad visitada, entrevistando a Gobernadores y encargados de los Departamentos de
Extranjería y Migraciones (DEM).

En gran parte del territorio investigado, se observó una clara posición personal e institucional
a favor del proceso de regularización migratoria99  implementado entre el año 2007 y 2008. Las
gobernaciones y sus respectivos DEM son instancias que presentan un profundo conocimiento sobre
el panorama migratorio regional y local. Al estar en permanente contacto con las poblaciones migrantes
manejan información importante sobre las necesidades, condiciones de vida de los inmigrantes y



situaciones caso a caso, que en ocasiones se encuentran inscritas en contextos de trata de personas.

En este sentido, se constata solidez en el conocimiento sobre la trata de personas y las
características específicas de los modos de explotación. Sin embargo, las gobernaciones y los DEM
manifiestan no contar con herramientas precisas de identificación de casos de trata, y señalan la
ausencia de capacitación interna sobre este delito.

En la mayoría de las ciudades cubiertas por esta investigación, se puede observar un alto
compromiso de Gobernadoras y Gobernadores con el trabajo coordinado con otras instituciones, tanto
públicas como privadas, que se manifiesta en numerosas redes y mesas de trabajo sobre temáticas
directamente vinculadas con la trata de personas, tales como el trabajo infantil, la protección de la
infancia y adolescencia y redes locales de combate a la explotación sexual comercial.

Como fue señalado, en Julio del año 2008, el Ministerio del Interior creó oficialmente100 la
“Mesa intersectorial sobre trata de personas”101.

Esta mesa multi-institucional102 se propuso desarrollar acciones específicas en las diferentes
dimensiones del combate a la trata de personas. Entre las líneas de intervención se destacan: ejercer
la coordinación entre agentes públicos y de la sociedad civil, para avanzar en la ejecución de acciones
que contribuyan a la prevención, represión y sanción del delito; colaborar en la elaboración de sistemas
de registro de posibles víctimas de trata, de manera de generar información estadística comparable
entre las diferentes instituciones públicas concernidas por la materia; y generar campañas de
información y sensibilización en la comunidad nacional, con el objetivo de difundir información sobre
las características del delito y las formas de prevenirlo103

De acuerdo con las informaciones presentadas durante el año 2008 por el Punto Focal de
trata de personas del Ministerio del Interior, la mesa intersectorial tendría como objetivos adicionales
desarrollar investigaciones que entreguen insumos para  políticas públicas en materia de trata de
personas y establecer alianzas estratégicas entre los organismos estatales, organizaciones internacionales
y sociedad civil para la capacitación de agentes oficiales que trabajan directamente  el tema.

Ministerio de Justicia

El Ministerio de Justicia es el órgano del Estado Chileno encargado esencialmente de relacionar
al Poder Ejecutivo con el Poder Judicial y de ejecutar las acciones que la ley y el Presidente de la República
le encomienden104. Le corresponde, entre otras, la función de realizar el estudio crítico de las normas
constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial y de procedimiento, a fin de proponer al
Presidente de la República las reformas que estime necesarias. Una de las funciones del Ministerio de
Justicia es la de adecuar la legislación chilena a los instrumentos internacionales en general.

Sus autoridades superiores son el Ministro y el Subsecretario de Justicia, ambos designados
por el Presidente de la República. Los siguientes servicios públicos e instituciones dependen de
dicho Ministerio: Gendarmería de Chile, Servicio Medico Legal y Servicio Nacional de Menores
(SENAME)105. Además, son servicios relacionados con el Ministerio, el Servicio de Registro Civil e
Identificación, la Defensoría Penal Pública y la Superintendencia de Quiebras.



El Ministerio de Justicia ha participado en reuniones internacionales en las que se han asumido
importantes acuerdos para el combate del delito de la trata de personas, especialmente en la V Sesión
de la Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros Procuradores Generales de las Américas (REMJA).
En efecto, en el item Cooperación Hemisférica contra el Delito de la Trata de Personas, se acordó,
entre otros asuntos, la realización de una Reunión de Autoridades Nacionales en esta materia106 y
mantener el tema de la trata de personas como punto del temario en futuros debates de la REMJA.

Este Ministerio, a través de su Subsecretaría,  participó de las discusiones del Proyecto de
Ley que tipifica la trata de personas en Chile, presentando indicaciones durante los análisis hechos
en las comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados.

Al Departamento de Asistencia Jurídica de este Ministerio le concierne directamente, en
materia del delito de trata de personas, la atención a las personas en los Consultorios de la Corporación
de Asistencia Judicial (CAJ)107 en Santiago y Regiones.

Las Corporaciones de la Región de Arica y Parinacota, Tarapacá y Antofagasta son las que
han identificado más casos de trata con fines de explotación laboral y sus profesionales se han
manifestado preocupados por las vulneraciones expuestas por las víctimas. Sin embargo, no se ha
podido sancionar a los responsables, por no existir una ley que tipifique este tipo de trata como delito.

En el Ministerio existe interés en el delito de la trata de personas, desde una perspectiva
jurídica, que se manifiesta en la participación en las discusiones sobre el proyecto de ley que
actualmente se tramita en el Senado.

A nivel de sus órganos relacionados, como las CAJ, se señala en las entrevistas que no hay
capacitación específica sobre la materia, no pudiendo abordar adecuados los casos que se han
presentado. Se apunta claramente, como un obstáculo al quehacer de las CAJ y otras instancias
operativas, la ausencia de una legislación adecuada que tipifique y penalice la trata de personas en
todas sus  manifestaciones.

Ministerio del Trabajo y Previsión Social

La misión Ministerio del Trabajo y Previsión Social es estudiar, elaborar y proponer políticas,
planes, programas y normas orientados a la construcción de un sistema de relaciones laborales que
privilegien la cooperación entre trabajadores y empresarios y sus respectivas organizaciones.

Sus principales objetivos son proponer y promover la normativa laboral que perfeccione la
equidad y cooperación en las relaciones laborales, promover y ejecutar planes y programas sociales
que generen empleo, mejoren la empleabilidad y condiciones de trabajo, y fortalezcan a las
organizaciones sindicales y microempresariales y, por último,  satisfacer las necesidades de aquellos
grupos más vulnerables de la sociedad, focalizando los recursos del Estado con criterios de equidad,
eficiencia y justicia social. Para lograr estas metas fomenta, difunde, estudia y desarrolla políticas
gubernamentales dirigidas al mejoramiento y permanente modernización del sistema asistencial.

Las instancias contactadas para esta investigación fueron las Direcciones del Trabajo y las
Inspecciones dependientes.



DIRECCIÓN DEL TRABAJO
La función principal de este servicio público descentralizado, que se relaciona con el Presidente

de la República a través del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, es fiscalizar la aplicación de
las leyes laborales.108

De su División Inspectiva dependen las inspecciones del Trabajo que ejercen entre sus
funciones en tres niveles: Inspecciones Provinciales, Departamentales y Comunales, ubicadas en
todo el país.

En el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, los Inspectores del Trabajo podrán ordenar
la suspensión inmediata de las labores que a su juicio constituyan peligro inminente para la salud
o seguridad de los trabajadores y cuando constaten la ejecución de trabajos con infracción a la
legislación nacional109 .

En términos generales, estas instancias poseen conocimientos sobre el delito de trata de
personas, sus características y las formas de explotación a las que son sujetas las víctimas.

Aun cuando la trata de personas no se ha instalado institucionalmente como asunto específico,
las inspecciones conocen casos y han procurado intervenir en algunos de ellos.

En las entrevistas, se refieren múltiples situaciones en que chilenos y extranjeros son objeto
de abusos laborales, tanto en la zona norte (en las parcelas agrícolas, en las casas particulares y en
la albañilería), en la zona central (minería, explotación agrícola y en servicios como restaurantes),
como en la zona sur (principalmente en las empresas pesqueras). Sin embargo, las intervenciones
que en estos casos realizan las inspecciones no tienen sustento en una normativa legal específica.
Los entrevistados agregan que las herramientas legales con que cuentan son insuficientes para la
persecución de la trata. Su aplicación se traduce en multas por infracciones a las normativas relativas
al número de extranjeros, condiciones de seguridad, contratos y permisos de diversa índole.

Ministerio Público

El Ministerio Público es un organismo autónomo, independiente de los Poderes del Estado y
jerarquizado. Sus funciones son la dirección exclusiva de la investigación de los hechos constitutivos
de delito, el ejercicio de la acción penal pública en la forma prevista por la ley y dar protección a
las víctimas y testigos110. El MP realiza sus actuaciones procesales a través de los fiscales. Estos,
a su vez, pueden impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación111.

Dentro de la organización del MP, para efectuar la persecución criminal, encontramos fiscales
especializados en todas las fiscalías locales. De este modo, en cada fiscalía regional encontramos
un abogado asesor especializado en delitos sexuales. Por último, existe una Unidad Especializada
en Delitos Sexuales y Violentos a nivel de la Fiscalía Nacional.

La Unidad de Cooperación Internacional y Extradiciones – UCIEX – tiene directa relación con
el delito de trata de personas, dado que le compete prestar apoyo y asesoramiento a los fiscales que
tengan a su cargo la dirección de la investigación y la persecución penal de delitos cuyos alcances
se extiendan fuera del territorio nacional, y de todos aquellos en que se requiera la cooperación de
otros Estados y de organismos internacionales (UCIEX). Es la encargada de coordinar con otros países
las investigaciones.



El director de la UCIEX, a nivel nacional, es el responsable institucional de todos los asuntos
relacionados con la trata de personas. La OIM Chile ha desarrollado acciones conjuntas y coordinadas
con esta unidad y las fiscalías regionales, en casos de trata de personas durante el año 2008,
prestando asistencia a las víctimas y colaborando en las investigaciones dentro de las competencias
que le caben como organismo internacional.

La trata de personas es un tema prioritario de trabajo para el Ministerio Público, siendo objeto
de capacitaciones permanentes en todas las Unidades Especializadas de Delitos Sexuales. Estas
unidades han desempeñado un rol de capacitador, entre sus pares y la comunidad. Existe preocupación
permanente por la capacitación de sus funcionarios, participando en seminarios y congresos nacionales
e internacionales sobre este delito. En este sentido, cabe destacar la realización en Chile de la
“Primera Cumbre Ibero Americana de Ministerios Públicos contra la Trata de Seres Humanos”, en
diciembre del 2008, organizada por el Ministerio Público chileno y patrocinada por varios organismos
internacionales, como la OIM Chile, entre otros.

Si bien, uno de los obstáculos que enfrenta el Ministerio Público radica en la poca dotación
de fiscales en todo el país, esto no ha afectado a las investigaciones que se han llevado a cabo sobre
casos de trata interna de personas con fines de explotación sexual. Las investigaciones se han fundado
en el tipo penal contemplado en el artículo 367 bis del Código Penal, figura que si bien no es
completa, ha permitido investigar, perseguir criminalmente y lograr sentencias condenatorias. Sin
embargo, el Código Penal deja fuera, en su definición, otros tipos de trata de personas, respecto de
los cuales la persecución criminal por parte del Ministerio Público se ve imposibilitada.

Cada fiscalía regional cuenta con una Unidad Regional de Atención a las Víctimas y Testigos
 - URAVIT cuyo objeto es el cumplimiento de las tareas que a este respecto le encomiende el Ministerio
Publico. Aunque no sea una unidad de atención específica para los delitos de trata de personas, la
URAVIT puede prestar atención a las víctimas.

Policía de Investigaciones de Chile

Según la Ley Orgánica Constitucional112, su misión fundamental es investigar los delitos
conforme con las instrucciones del Ministerio Público, al la cual se agregan, entre otras, las de
contribuir al mantenimiento de la tranquilidad pública, prevenir la perpetración de hechos delictivos
y controlar el movimiento migratorio de personas del país, en los diferentes pasos fronterizos
internacionales, aeropuertos o puertos, fiscalizar la permanencia de extranjeros en Chile, y representar
al país en la INTERPOL.

Es una institución policial de carácter profesional, técnico y científico, dependiente
administrativamente del Ministerio de Defensa Nacional, aunque para el cumplimiento de sus
funciones, se vincula con el Ministerio del Interior y con sus intendencias regionales y gobernaciones
provinciales. Es la policía civil de Chile e integra las Fuerzas de Orden y Seguridad de Chile, junto
con Carabineros.

Respecto de la trata de personas, el delito está contemplado en la agenda institucional
fuertemente, desde el año 2006. Esta institución ha desarrollado buenas prácticas para suplir la falta
de adecuación de la legislación interna a la normativa internacional, lo que la convirtió en una fuente
de información muy importante para el desarrollo de esta investigación.

Para el debido cumplimiento de su misión, la Policía de Investigaciones cuenta con unidades
especializadas en distintas materias, siendo la Brigada de Delitos Sexuales y Menores (BRISEXME)
la encargada, en particular, de prevenir y perseguir el delito de trata de personas, con fines de
Explotación Sexual.



En relación con los temas migratorios propiamente tales, es la Jefatura Nacional de Extranjería
y Policía Internacional la encargada de vigilar el ingreso, egreso y reingreso de extranjeros. Su
importancia en la persecución penal de la trata de personas, radica en que, en virtud de su deber
de fiscalizar a los extranjeros, sus funcionarios pueden ingresar a cualquier lugar privado o público
donde se encuentren, sin necesidad de contar con una orden judicial. En aquellos casos en que
detecten  situaciones de trata de personas, deben solicitar la intervención de la BRISEXME, unidad
que actúa para investigar y entregar la debida protección a las víctimas y testigos del delito.

En aquellos casos en que las investigaciones trascienden las fronteras nacionales, es la
INTERPOL la unidad que interviene. Entre sus funciones está la de facilitar la cooperación policial
transfronteriza y apoyar a todas las organizaciones, autoridades y servicios que tienen como fin
prevenir o combatir la delincuencia internacional.

Se destaca el trabajo en terreno que las BRISEXME realizan para brindar la debida protección
a los derechos de las víctimas de estos delitos, conocer y perseguir las redes de trata de personas
que operan en el país, sus vínculos transnacionales, las rutas que emplean y sus modus operandi,
aún cuando, actualmente, las posibilidades legales y procesales de sancionar penalmente a los
responsables sean escasos.

En cada una de las regiones, la PDI cuenta con personal capacitado en los temas relativos
al delito de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes, equipos debidamente sensibilizados sobre
aspectos psicosociales y de género, además de presentar altas capacidades para la investigación del
delito.

Cuenta, además, con personal capacitado para la realización de entrevistas, con especial
atención a mujeres, niños, niñas y adolescentes. En este sentido, se han orientado a la consecución
de recursos financieros y materiales, para la implementación de salas especiales de entrevista de
víctimas de la trata con fines de explotación sexual.

A partir del año 2007, la Jefatura Nacional de Delitos Contra la Familia desarrolla la campaña
nacional de sensibilización “La trata de personas está más cerca de lo que imaginas”, que ha
contemplado la difusión nacional de las características de este delito, a través de trípticos de
prevención e información, afiches, sitio web y la elaboración de una guía de sensibilización.

Por otro lado, durante los años 2007 y 2008, la PDI, a través de la Jefatura Nacional de
Delitos Contra la Familia y sus Brigadas de Delitos Sexuales a lo largo del país, desarrolló una campaña
de capacitación a trabajadoras sexuales como agentes preventivas de la trata de personas113. Esta
instancia reunió a funcionarios de BRISEXME, con mujeres que trabajan en el comercio sexual, para
la discusión sobre los diferentes elementos que conforman la trata y las formas de identificar y
prevenir.

Carabineros de Chile

Es la institución de policía uniformada de Chile encargada de garantizar y mantener el orden
público y la seguridad ciudadana.

Depende administrativamente del Ministerio de Defensa Nacional, específicamente, a través
de la Subsecretaría de Carabineros, y se coordina para el control del orden público con el Ministerio
del Interior a través, de sus delegados regionales (Intendentes y Gobernadores).



Cuenta con la Dirección de Protección Policial de la Familia (DIPROFAM) y la Sección de
Encargos de Personas (SEP), unidades que tienen el mandato de trabajar las líneas de prevención
y de protección a las víctimas de delitos que atenten contra la familia, la libertad sexual y otros.

Estas unidades han manifestado interés en abordar la trata de personas, en todos los ámbitos
que ésta alcance. Durante el año 2008, la OIM Chile participó en la capacitación de cientos de
funcionarios de esta institución, en materias específicamente relacionadas con la trata, como son
la detección de víctimas, la prevención, la protección y los aspectos psicosociales involucrados.

Carabineros ha experimentado importantes avances en la capacitación de funcionarios a nivel
nacional. Se deberá avanzar en el fortalecimiento de los funcionarios que trabajan en el control
fronterizo, sobre todo en sectores de alto tráfico ilícito de migrantes, mediante capacitación en la
identificación de víctimas de trata. En las entrevistas institucionales, se pudo observar que pese a
esta tarea pendiente, existen funcionarios sensibilizados y capacitados.

Servicio Nacional de Menores

El Servicio Nacional de Menores –SENAME-  es un organismo gubernamental auxiliar del
sistema judicial, que depende del Ministerio de Justicia y se encarga de contribuir a proteger y
promover los derechos de los niños, niñas y adolescentes que han sido vulnerados en el ejercicio de
los mismos y a la reinserción social de adolescentes que han infringido la ley penal. Por tanto, es
el encargado de aplicar y ejecutar los planes, normas y medidas que imparte el Gobierno en materia
de asistencia y protección de niños, niñas y adolescentes.

Cuenta con centros de atención directa y con una red de colaboradores acreditados, que
postulan con proyectos a licitaciones públicas.

Como antecedentes específicos relacionados con la trata de personas, a partir del año 2004,
el SENAME, en colaboración con la OIM Chile, inicio un trabajo de diagnóstico, prevención y reparación
de la Explotación Sexual Comercial Infantil y Adolescente114, con un primer proyecto piloto en la
ciudad de San Antonio.

En el mes de septiembre del año 2006, OIM y SENAME, ejecutaron 3 seminarios zonales,
en las Regiones de Tarapacá, Valparaíso, y la Araucanía, orientado a la capacitación de funcionarios
de SENAME, PDI y OPD115 sobre la trata de personas y ESCNNA.

Durante los años 2007 y 2008, SENAME y OIM Chile colaboraron para la implementación
de un proyecto de prevención y reparación de explotación sexual comercial de niños, niñas y
adolescentes y trata de personas en la ciudad de Los Andes116. La relevancia de este trabajo radica
en que es el único proyecto SENAME en ESCNNA, con un componente específico de atención,
asistencia y reparación en casos de trata de personas. Este proyecto continúa funcionando y ha servido
de manera importante para el desarrollo de esta investigación en la zona central del país.

SENAME es una contraparte que permanentemente organiza y asiste a seminarios y otras
instancias donde se aborda la trata de personas. Se han designado funcionarios que están encargados
específicamente de asuntos relacionados con el delito de trata de personas dentro del Servicio,
representando a las dos divisiones que abordan este crimen, a saber, Protección de Derechos117  y



Relaciones Internacionales (RRII)118.

 De acuerdo con las informaciones institucionales a nivel central, el SENAME ha instalado la
trata de personas en su agenda de trabajo a través de dos ámbitos:

• Atención directa a niños, niñas y adolescentes extranjeros; énfasis en proyectos de
 explotación sexual comercial dentro de los cuales se encuentran las acciones realizadas
 junto a la OIM: implementación del proyecto MARKAZA (Los Andes) y jornadas nacionales
 de capacitación sobre ESCNNA y trata de personas, y

• participación activa en mesas y seminarios sobre el tema.

Además, SENAME ha desarrollado acciones junto a la OIT que han contribuido a la instalación
del tema en la agenda de la institución y aportado significativamente en la visualización del delito119,120.
Consecuentemente y sobre la base de acuerdos bilaterales con países vecinos, han participado
activamente en mesas de trabajo y propuestas de política pública contra la  trata de personas, con
énfasis en niños, niñas y adolescentes. En este sentido se ha trabajado los años 2007 y 2008 en
un proyecto de cooperación técnica con Bolivia, ejecutando talleres específicos sobre el combate del
delito y acordando actividades específicas en materia de prevención y coordinación internacional.

SENAME cuenta asimismo, con programas de capacitación constantes en materia de protección
de derechos, con fuerte énfasis en ESCNNA. Durante el año 2007 se continuó con la realización de
capacitaciones nacionales, conjuntamente con organismos como la OIM y la OIT, referidas a las
peores formas de trabajo infantil, explotación sexual y trata de personas.

Entre los órganos que forman parte del servicio de protección a la infancia dependiente de
SENAME, se pueden señalar las siguientes, que destacan porque sus competencias permiten abordar
la trata de niños, niñas y adolescentes:

OFICINAS DE PROTECCIÓN DE DERECHOS – OPD
Las Oficinas de Protección de Derechos están definidas como instancias de atención ambulatoria

de carácter local, que realizan acciones de protección integral. Son operadas en convenio entre el
SENAME y una o varias municipalidades, según sea el caso. Sus acciones más relevantes son: la
gestión interinstitucional hacia los sectores públicos y privados, en lo local; la promoción de los
derechos de la infancia; el trabajo para implementar sistemas locales de protección y la atención a
niños, niñas y adolescentes que requieren protección y que están siendo atendidos en otros sistemas.

Las OPD están presentes en todas las regiones del país y trabajan coordinadamente con
escuelas, consultorios, organizaciones de la comunidad, instituciones que trabajan con infancia,
policías y tribunales.

Las OPD presentan diversos grados de conocimiento de la problemática del delito de trata,
lo que responde, en primera instancia, a la diversidad en la oferta de capacitación a la que acceden
los diversos equipos, los casos específicos que han debido abordar y el nivel de sensibilización
comunitaria que existe sobre el tema a nivel local.

Las OPD señalan que la trata de personas no es tema oficial de su agenda de trabajo, en
parte, debido a la falta de presupuestos específicos para el efecto.



Por otro lado, los funcionarios de las OPD señalan trabajar en forma coordinada con las demás
instituciones, ya sea Fiscalía, Policía de Investigaciones, y los programas especializados.

Respecto de su relación con la comunidad, al estar físicamente en zonas de alta vulnerabilidad,
su relación es óptima: el trabajo comunitario ha permitido desarrollar, conjuntamente con diversos
actores de la sociedad civil, diagnósticos locales que guían la acción de las instituciones regionales
de protección de la infancia y permiten proponer la creación de redes de trabajo específicas.

Una de las realidades más comunes abordadas por las OPD es el trabajo infantil, existiendo
redes interinstitucionales en casi todas las regiones del país, con especial protagonismo de estas
oficinas.

Las OPD, al estar directamente vinculadas a las Municipalidades,  podrían jugar un papel
fundamental de sensibilización de sus funcionarios a lo largo de Chile. Los municipios son una de
las instituciones públicas percibidas como más cercanas por la comunidad y, por lo tanto, resultan
lugares clave en los cuales generar conocimientos específicos sobre este delito y las formas de proteger
y asistir a las posibles víctimas.

PROGRAMAS DE INTERVENCIÓN BREVE – PIB
Forman parte de la oferta programática de SENAME, en la línea de atención focalizada. Los

niños que ingresan a este sistema provienen de otras instancias dependientes del SENAME, o de la
red comunitaria.

Los Programas de Intervención Breve son un proceso interdisciplinario, que opera a través
de un tipo de intervención ambulatoria, destinada a niños/as y adolescentes de entre 0 y 18 años,
afectados por vulneraciones de derecho asociadas a situaciones de mediana complejidad, para evitar
el riesgo de cronificación.

En entrevistas realizadas a equipos en el norte, centro y sur del país, éstos señalan que, desde
su percepción y el quehacer cotidiano, el tema de la trata de personas no estaría instalado oficialmente
en la agenda de los PIB. No hay informaciones que señalen intervenciones específicas en casos de
trata.

Programas de Intervención especializada – PIE
Los Centros de Intervención Especializada son parte de la oferta de protección de víctimas,

en casos de mediana y alta complejidad, y están destinados a una población que reúne varios
problemas y debe ser atendida en conformidad a su nivel de vulneración. Los niños, niñas y adolescentes
atendidos en este nivel presentan dificultades tales como: deserción escolar prolongada; consumo
prolongado de drogas; explotación laboral; conductas trasgresoras; familias multi-problemáticas, con
conductas altamente negligente y relaciones marcadas por la violencia, que viven en sectores
caracterizados por la presencia de grupos de comportamiento delictivo, que impactan la convivencia
de la comunidad. Los programas a este nivel tienen un propósito reparatorio.

De acuerdo con los lineamientos técnicos de los PIE, estos proyectos deben abordar problemáticas
relacionadas con la explotación de niños, niñas y adolescentes, especialmente en casos de trabajo
infantil. En los contactos realizados en el norte, centro y sur del país, las entrevistas señalaron no
haber recibido orientaciones técnicas específicas en trata de personas. Los conocimientos especializados
y capacidades técnicas para la reparación, debiesen ser aplicados a la trata de personas y sus
especificidades.



PROYECTOS DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN DE VÍCTIMAS DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL
DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES.

Los proyectos en ESCNNA desarrollan una intervención basada en un enfoque integral, desde
una perspectiva vincular, persiguiendo el objetivo de restituir los derechos de niños, niñas y adolescentes
e insertarlos socialmente. Para ello, equipos multidisciplinarios, realizan un proceso de intervención
altamente especializada, que se inicia con la detección y pesquisa de los casos a través de las salidas
a terrenos de sectores más vulnerables y en la coordinación con redes. Luego se procede a entregar
apoyo psicológico, social, educacional y reparación a través del arte. Las intervenciones, en general,
son de tipo individual y grupal.

Los proyectos especializados en ESCNNA, son las instancias que presentan mayores conocimientos
de casos de trata de personas, exclusivamente vinculados con la explotación sexual. Poseen una
buena estructura institucional y recursos humanos capacitados para la detección y reparación.
Asimismo, se han detectado altos grados de sensibilización, lo que les ha permitido actuar como
articuladores de redes locales que cuentan entre sus preocupaciones específicas la trata de personas.

Sin perjuicio de la destacada especialización de los profesionales y los altos grados de
conocimiento de la problemática, se manifestó la necesidad de dotar de presupuestos específicos a
la atención de víctimas de la trata.

Se señalará en un apartado independiente dentro de este capítulo, el Proyecto Marka’za, el
que además de abordar la ESCNNA, tiene como componente específico la atención y reparación de
niños, niñas y adolescentes víctimas de la trata de personas. Este proyecto es ejecutado por el
Obispado de San Felipe en la ciudad de Los Andes, Región de Valparaíso.

Servicio Nacional de la Mujer

El Servicio Nacional de la Mujer –SERNAM- es un organismo funcionalmente descentralizado,
dotado de rango ministerial, creado por el Gobierno de Chile para promover la igualdad de oportunidades
entre hombres y mujeres.  Su misión es el diseño y coordinación de políticas públicas que pongan
fin a los niveles de discriminación que afectan a las mujeres en los ámbitos familiar, social, económico,
político y cultural. La institucionalización del SERNAM es un resultado del cumplimiento de los
compromisos internacionales contraídos por Chile al ratificar la Convención de Naciones Unidas sobre
Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer y suscribir otros acuerdos que
recomiendan a los países que organismos de alto nivel se encarguen de impulsar el progreso de las
mujeres.

La trata de personas ha sido un tema que progresivamente ha ido instalándose en la agenda
de trabajo de SERNAM, especialmente durante el año 2008. De acuerdo con las informaciones
proporcionadas por diferentes unidades de SERNAM, los avances en cuanto a la visualización del
delito han sido fruto, por un lado, del creciente interés por parte del Gobierno y, por otro, del debate
a nivel internacional en los diversos foros (Mercado Común del Sur, Organización de Estados Americanos
y Conferencia Iberoamericana de Mujeres). SERNAM ha participado activamente en estas instancias.

Reconociendo que el delito de trata de personas es una de las peores formas de violación de
los derechos humanos de las mujeres, el Servicio ha incluido el tema en su agenda y emprendido
acciones de sensibilización a nivel nacional. En este sentido, y con el propósito de prevenir la
ocurrencia de delitos de trata de mujeres, el SERNAM organiza desde 2006 seminarios sobre la
prevención del delito, destinados a funcionarios públicos de fuerzas de seguridad, departamentos
de migraciones y agrupaciones de mujeres de la zona norte del país.

En 2008, su Campaña Nacional para la promoción de los Derechos de la Mujeres migrantes



incluyó una sección específica para la sensibilización del crimen. Dentro de los principales aspectos
de la acción,  fueron divulgados temas relacionados tanto con la identificación de la situación de
trata (constatación de las  formas de reclutamiento, modalidades de la explotación, medios de
coacción, privación de libertad y restricciones) como recomendaciones y orientaciones para evitar
el delito (necesidad de un buen conocimiento de los empleadores, importancia de mantener contactos
y pasar informaciones  sobre la condiciones de trabajo para los familiares y amigos en los países de
origen, no entregar documentos a nadie que no sea autoridades y mantener fotocopias de ellos en
lugares seguros, conocer las autoridades consulares, etc.).

La campaña del SERNAM también abordó otros temas relacionados con el acceso a la salud,
educación y protección a las víctimas de la violencia intrafamiliar entre las mujeres migrantes. Esta
campaña fue desarrollada en todo el país durante el año 2008 y continuará con fuerte divulgación
para 2009.

El SERNAM presenta en todo Chile altos niveles de sensibilización institucional, con funcionarias
y funcionarios capacitados en las diferentes dimensiones de la trata de personas, tanto en aspectos
jurídicos, como sociales, psicológicos y de género.

Esta Institución ha desarrollado buenas prácticas en relación con la promoción de derechos
de las mujeres migrantes en todo el país; participando en instancias nacionales e internacionales
de diálogo, en ámbitos generales de acceso a derechos, y también en materias específicas como la
protección de las mujeres víctimas y posibles víctimas de la trata.

Servicios de Salud

Los Servicios de Salud tienen a su cargo la articulación, gestión y desarrollo de la red asistencial
correspondiente, para la ejecución de las acciones integradas de fomento, protección y recuperación
de la salud y rehabilitación de las personas enfermas.

La Red asistencial de cada Servicio de Salud está constituida por el conjunto de establecimientos
asistenciales públicos que forman parte del Servicio, los establecimientos municipales de atención
primaria de salud de su territorio y los demás establecimientos públicos o privados que suscriban
convenio con el Servicio de Salud respectivo, los cuales deben colaborar y complementarse entre sí
para resolver de manera efectiva las necesidades de salud de la población.

Los procedimientos relativos a la asistencia de las víctimas del delito de trata de personas
no son divulgados dentro de los Servicios de Salud, lo que plantea la necesidad de implementar
programas de capacitaciones para los funcionarios.

Sin embargo, los Servicios de Enfermedades de Transmisión Sexual (ETS)121 se han integrado
a las jornadas de capacitación específicas sobre prevención de la trata de personas con fines de
explotación sexual, organizadas por la Policía de Investigaciones de Chile.

El Servicio ETS atiende a la mayoría de las mujeres que ejercen el comercio sexual en los
clubes nocturnos del país, y entrega el Carné Sanitario que acredita no portar enfermedades venéreas
(requerido por los empleadores y las autoridades). El contacto privilegiado de las matronas y matrones
con estas mujeres, chilenas y extranjeras, hace del Servicio ETS un agente de primer orden para la
prevención y la detección de casos de trata en Chile (en concordancia con el papel que cumplen
servicios similares en países como España, donde forman parte de redes multinstitucionales de
prevención y combate a la trata).



El contacto de la OIM con este Servicio ha proporcionado importantes informaciones sobre
casos de trata de personas y la situación de mujeres trabajadoras sexuales en diversos lugares del
país. Las funcionarias y funcionarios entrevistados se muestran como agentes sensibilizados y
comprometidos con el bienestar de las personas afectadas por la Trata.

Municipalidades

De acuerdo a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, las Municipalidades “son
corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya
finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso
económico, social y cultural de las respectivas comunas” 122.

Entre sus funciones y atribuciones, vinculadas con la temática de esta investigación, las
municipalidades administran, gestionan y realizan en su territorio la promoción del desarrollo
comunitario en todas sus dimensiones. Los municipios coordinan la gran mayoría de los programas
sociales estatales en su ámbito territorial. Para ejecutar dichas funciones, cada municipio cuenta
con una Dirección de Desarrollo Comunitario (DIDECO)123 cuyo objetivo general es desarrollar acciones
para el mejoramiento de la calidad de vida de la población y especialmente de los sectores sociales
más vulnerables. Además, debe promover y potenciar la participación de la comunidad organizada,
en las distintas esferas del desarrollo de la comuna, respondiendo a sus necesidades específicas a
través de la implementación de programas y proyectos, fortaleciendo la seguridad ciudadana y
promoviendo el deporte y la recreación.

Las DIDECO tienen una posición privilegiada, en tanto cuentan con una visión amplia de las
necesidades comunitarias, los sectores más vulnerables y las zonas de riesgo relacionadas con la
trata de personas. Los funcionarios de las DIDECO están habilitados para intervenir en posibles
situaciones de trata de personas, y cuentan con un conocimiento acabado de las redes a las que
pudieran acceder las víctimas de este delito en Chile, para su protección. Se presentan, sin embargo,
desafíos pendientes, en cuanto a la sensibilización y capacitación específica de los funcionarios
competentes, para la detección de víctimas, aspectos de género y necesidades de la población
migrante.

Consulados

Como parte del relevamiento de la información, el grupo de trabajo se contactó con los distintos
consulados que mantienen oficinas en Santiago y en las zonas geográficas visitadas durante el
desarrollo de la investigación. Estas entidades institucionales revisten especial relevancia dado que
son los responsables de asesorar a sus compatriotas en todos los ámbitos en que éstos lo requieran.
Dentro de las competencias de los consulados se encuentra la gestión de documentos de identificación,
procesos de repatriación y asesoría migratoria en general.

En el campo específico del delito de la trata de personas, los funcionarios consulares han
estado monitoreando los diferentes casos que les ha correspondido atender, refiriendo conocimientos
sobre las formas en que se ejecuta este tipo de delitos y las necesidades de las víctimas.
Instituto Católico Chileno de Migración

Instituto Católico Chileno de Migración

La fundación Instituto Católico Chileno de Migración es el Organismo de la Conferencia
Episcopal de Chile encargado de promover, animar y coordinar los programas y actividades tendientes



a la inserción e integración socio-cultural y religiosa de las personas en movilidad humana, principalmente
las personas migrantes.

Está relacionado con el Pontificio Consejo para las Migraciones, es miembro de la Comisión
Católica Internacional de Migraciones (CCIM - Ginebra), coopera con el Servicio Social Internacional
(SSI), y coordina con otros Organismos internacionales y nacionales vinculados al fenómeno de la
Movilidad Humana.

INCAMI proporciona ayuda en sus Centros Integrados de Atención a los Migrantes con
alojamiento y alimentación en hogares de tránsito; guarderías para hijos de migrantes; asistencia
social y psicológica; capacitación laboral y bolsas de trabajo; asesoría jurídica y legalización de
documentos; acompañamiento y promoción de comunidades y asociaciones de inmigrantes y redes
de solidaridad entre los migrantes y organizaciones sociales vinculadas al fenómeno de la movilidad
de las personas.

Se encuentra presente en las zonas norte, centro y sur del país, y entrega asistencia a miles
de migrantes cada año. Este organismo ha sido una de las instituciones contactadas por el Ministerio
del Interior, para asistir a migrantes en el proceso de regularización migratoria iniciado en noviembre
del 2007.

Su nivel de posicionamiento institucional, sus vínculos con otros organismos de la sociedad
civil, su pertenencia a redes de trabajo y el profundo compromiso con la población migrante, le ha
permitido desarrollar un trabajo sostenido de incidencia a diferentes niveles, para el respeto de los
derechos humanos de la población migrante.

Su presencia nacional le ha permitido, también, prestar asistencia a víctimas de la trata de
personas con diferentes modalidades de explotación, coordinando acciones con la OIM Chile y otros
organismos públicos y privados para la asistencia psicosocial necesaria.

ONG Raíces

La Corporación ONG RAÍCES se constituyó el 2 de diciembre de 1998, y se basa en la
implementación de un amplio número de programas y proyectos en el área de la promoción social.
Si bien su experiencia no sólo se circunscribe a la infancia vulnerada, un porcentaje significativo
de ella está referida a niños/as y jóvenes en situación de alto riesgo social.

Desde el año 2001, Raíces está trabajando contra el tráfico ilícito de migrantes y la trata de
personas, especialmente de niños, niñas y adolescentes. ONG Raíces es sede de la Campaña
Internacional  “Alto al tráfico de Niños/as”, impulsada por Terre des Hommes de Alemania,
implementando diversas acciones para sensibilizar y difundir la problemática, aunar y articular
esfuerzos con diversos actores para el enfrentamiento del problema en el país y promover que se
legisle al respecto.

La primera acción que se implementó en el año 2001, fue el sondeo “Diagnóstico descriptivo
de comercio y tráfico sexual infanto-juvenil”, que permitió constatar que la trata con fines de
explotación sexual comercial infantil y adolescente existe en el país, y detectar factores de vulnerabilidad
y de abandono, así como conocer características y tipos de trata de personas.
Además, ha realizado seminarios, talleres y diversas actividades de sensibilización para difundir los
antecedentes recabados en este sondeo, lo que permitió llamar la atención en una temática de poca
relevancia en la sociedad chilena.

Igualmente, Raíces se destaca por ser una organización que ha cumplido un importante rol
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en la implementación de un sistema informático de información y búsqueda de personas. Este sistema
ha sido instalado en las redes de trabajo nacional de Carabineros de Chile y en la Policía de
Investigaciones de Chile, a través de la SEP124  y la BRIUP125.

Además, durante los años 2006 y 2007, Raíces impulsó junto con instituciones estatales,
particularmente  fuerzas de orden y seguridad, el diseño de dos mapeos geográficos, de lugares
vulnerables a la trata de personas y la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes.

A fines del año 2007, con la contribución de la OIM Chile, Raíces realizó y publicó el estudio
“Trata de niños/as y adolescentes: Una realidad oculta. Estudio sobre Trata con Fines de Explotación
Sexual en Niños, Niñas y Adolescentes. Tres Regiones de Chile: Tarapacá, Valparaíso y Región Metropolitana”.
A través de este estudio se proporcionaron importantes informaciones a la comunidad nacional y a las
instituciones públicas y privadas, sobre el desarrollo del delito en las regiones abordadas.

Raíces cuenta también entre sus actividades con el Centro RAÍCES, de reparación en Explotación
Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescente (ESCNNA).

El año 2007, la ONG Raíces lanzó la campaña “No hay Excusas”, cuyo propósito fue generar
en la ciudadanía una actitud consciente respecto a la extrema vulneración de derechos que sufre
el niño, niña o adolescente que padece explotación sexual, y llamar la atención a una sociedad que
la tolera y naturaliza. Esta campaña nacional se ha extendido durante todo el año 2008, cubriendo
casi la totalidad del territorio nacional.

El Obispado de San Felipe, como ejecutor del Proyecto Marka’za

El Proyecto Marka’za es un Proyecto de Intervención Especializada en Apoyo y Reparación a
niños y Niñas Victimas de ESCNNA y Trata de Personas de las Provincias de Los Andes y San Felipe,
Región de Valparaíso. Como fue señalado durante los años 2007 y 2008, SENAME y OIM Chile
colaboraron para el desarrollo de este proyecto, que ejecuta un equipo del Obispado de San Felipe,
que ha logrado importantes resultados y cumplido los objetivos de funcionamiento propuestos
originalmente. La relevancia de este trabajo radica en que es el único proyecto SENAME en ESCNNA,
con un componente específico de atención, asistencia y reparación en casos de trata de personas.

La intervención propiamente tal, se basa en un enfoque integral desde una perspectiva vincular,
persiguiendo el objetivo de restituir sus derechos e insertarlos socialmente. Para ello, un equipo
multidisciplinario, realiza un proceso de intervención altamente especializada, que se inicia con la
detección y pesquisa de los casos a través de salidas a terreno en sectores más vulnerables y en la
coordinación con redes. Luego se procede a entregar apoyo psicológico, social, educacional y reparación
a través de diversas técnicas terapéuticas y artísticas. Las intervenciones son de tipo individual y grupal
y se adecuan según las características de cada niño o niña posterior a la evaluación diagnóstica del daño.

Este proyecto presenta un alto nivel de posicionamiento territorial, lo que se ha logrado a
través de la generación de alianzas y trabajo en red con otros órganos estatales y privados. Los logros
obtenidos por este proyecto, están directamente relacionados con una lógica de trabajo abierto a la
comunidad y a los vínculos interinstitucionales. El trabajo desde esta modalidad ha permitido también
mayores niveles de sensibilización y conocimiento del delito de la trata de personas en las Provincias
de Los Andes y San Felipe. El trabajo de pesquisa en terreno y el reconocimiento que han logrado
desde la comunidad, ha provocado un aumento paulatino en la solicitud de asistencia a niños, niñas
y adolescentes víctimas de ESCNNA y de trata de personas interna.

Es un desafío de la sociedad civil replicar este tipo de intervención psicosocial en trata de
personas, en otras regiones especialmente vulnerables del país.



Red Chilena de Migración e Interculturalidad – REDMI126

La REDMI está conformada por diversas instituciones de la sociedad civil que dan apoyo y servicios
a mujeres y hombres migrantes en Chile, promueven la defensa de sus derechos humanos, y trabajan
e investigan el proceso migratorio en sus diversas dimensiones e instancias. Las organizaciones
fundadoras dieron inicio a sus actividades en Red en marzo de 2008.

La relevancia de esta red está dada por la perspectiva de derechos humanos que la convoca
y por la reconocida experiencia de trabajo en el ámbito de las migraciones de las instituciones que
la conforman. Uno de los elementos que explícitamente se consideran es la preocupación por los
delitos de tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas.

Varias de las instituciones de la red desarrollan, entre otras tareas, un trabajo directo en trata
de personas, tanto en aspectos de reparación psicológica, como de orientación social y jurídica,
además de la provisión de alojamiento y la derivación a organismos especializados.

Esta instancia institucional se presenta como un referente de funcionamiento, en tanto aglutina
la experticia de varios sectores de la sociedad civil en temáticas de migración, derechos humanos,
explotación sexual y trata de personas. La REDMI propone un modo de trabajo que busca reducir la
duplicación de esfuerzos y hacer más operativa la presencia de este sector en la generación de
políticas públicas referentes a las migraciones.
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ORGANISMOS PÚBLICOS

Organismos Cargo y/o división
Región de Arica y Parinacota

CARABINEROS DE CHILE  Asuntos de la Familia, ARICA
Gendarmería de Chile Funcionarios Centro Penitenciario de Arica
Ministerio del Interior Gobernadora de Arica
Ministerio del Interior Intendente de Arica
Ministerio del Interior Coordinador Civil Complejo Fronterizo Chacalluta
Ministerio del Trabajo Dirección del Trabajo de Arica - Director Regional
Ministerio del Trabajo Secretaría Regional Ministerial del Trabajo de Arica

(SEREMI) - Secretario Regional
Ministerio Público Funcionarios Unidad Regional de Atención a

 Víctimas y Testigos (URAVYT) - Arica
Municipalidad de Arica Director Dirección de Desarrollo Comunitario

 (DIDECO)
Municipalidad de Arica Director Dirección Social

Consejo Municipal Arica
Policía de Investigaciones de Chile Jefe Brigada de delitos sexuales y menores

 (BRISEXME) - ARICA
Policía de Investigaciones de Chile Detectives  BRISEXME - ARICA.
Policía de Investigaciones de Chile Comisario Policía Internacional (POLIN) Arica
Policía de Investigaciones de Chile Prefecto - Jefe Región Policial Arica

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora Centro de Diagnóstico Ambulatorio
 (DEM) - Arica

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director  Regional del Sename, Arica.
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora subrogante

Of. de Protección de Derechos (OPD) - Arica
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Regional, Arica

MINISTERIO DE SALUD Servicio de Salud Arica
Div. de enfermedades de transmisión sexual (ETS)

Región de Tarapacá

CARABINEROS DE CHILE Comisaría de Pozo Almonte, Iquique
Ministerio de Justicia Centro de Atención Integral a Víctimas delitos

 violentos (CAVI) - Iquique
Ministerio del Trabajo Dirección del Trabajo de Iquique

Director Regional
Ministerio Público Fiscal regional subrogante

Fiscalía Regional de Iquique
Municipalidad de Iquique Director de DIDECO



Policía de Investigaciones de Chile Jefe y equipo BRISEXME - Iquique.
Policía de Investigaciones de Chile Comisario POLIN - Iquique

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora y equipo de Proyecto Explotación Sexual
 Comercial infantil y Adolescente

ESCNNA -  Iquique
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora y equipo de Programa de Intervención

 especializado (PIE) - Iquique
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director Programa de Infractores de Ley

Centro Privativo de Libertad para menores de edad
 Iquique

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director OPD - Iquique
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Regional, Iquique

Región de Antofagasta

CARABINEROS DE CHILE Departamento servicios de frontera - OS3, Calama
CARABINEROS DE CHILE Comandante Prefectura Calama
CARABINEROS DE CHILE Comandante Prefectura Antofagasta

Ministerio de Justicia Jefe de CAVI
Ministerio de Justicia Funcionario Corporación de Asistencia Judicial

 (CAJ) - Antofagasta
Ministerio del Trabajo Dirección del Trabajo de Antofagasta

Director Regional subrogante
Ministerio del Trabajo SEREMI del Trabajo de Antofagasta

funcionario
Municipalidad Calama Director de DIDECO

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director OPD - Calama
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora Proyecto Puerto Esperzana,

ESCNNA - Antofagasta.
SERVICIO NACIONAL DE MENORES PIE - Antofagasta
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Regional, Antofagasta
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Centro de la Mujer, Antofagasta
Policía de Investigaciones de Chile POLIN - Antofagasta
Policía de Investigaciones de Chile Jefe BRISEXME -  Antofagasta
Policía de Investigaciones de Chile POLIN - Calama

Región Metropolitana

CARABINEROS DE CHILE Dirección de protección de la Familia
(DIPROFAM) - Santiago

CARABINEROS DE CHILE Jefe de Servicio de Encargo de Personas (SEP)
CARABINEROS DE CHILE Departamento servicios de frontera - OS3 Santiago

Ministerio del Interior Funcionaria Seguridad Pública
Ministerio de Justicia Departamento de Defensa Social, Menores
Ministerio de Justicia Departamento de Defensa Social, Adultos
Ministerio de Justicia Jefa Departamento de Asistencia Jurídica
Ministerio del Trabajo Directora Nacional del Trabajo



Ministerio Público Subdirectora Dirección de Lavados de Activos y
 Crimen Organizado, Ministerio Público.

Ministerio Público Jefe de Unidad y abogado asistente
Unidad de Cooperación Internacional y 

Extradiciones, Ministerio Público
Ministerio Público Jefa Unidad - De Atención a Víctimas y Testigos

Policía de Investigaciones de Chile Comisario Brigada Investigadora del
Ciber Crimen - Nacional

Policía de Investigaciones de Chile Prefecto Inspector - Jefa Nacional de Jefatura de
 Delitos Contra la Familia

Policía de Investigaciones de Chile Detective  - Brigada de Delitos Sexuales
 Metropolitana

Policía de Investigaciones de Chile Prefecto - Jefe Policía Internacional Metropolitana
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Profesional de  Departamento de Protección de

 Derechos - Nivel Nacional
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Profesional de Unidad de Relaciones internacionales

 Nivel Nacional
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Jefa de Relaciones Internacionales - Nivel Nacional
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Encargada nacional de Programa de Participación

 e Información de Derechos de las Mujeres

Región de Valparaíso

CARABINEROS DE CHILE Asuntos de la Familia, Valparaíso
CARABINEROS DE CHILE Prefectura, Valparaíso

Ministerio del Interior Gobernador Los Andes
Ministerio del Interior Encargado de Extranjería
Ministerio del Interior Coordionador civil paso fronterizo Los Libertadores
Ministerio del Interior Encargada de Extranjería San Antonio
Ministerio de Justicia Secretario Regional Ministerial
Ministerio del Trabajo Director Regional del Trabajo
Ministerio del Trabajo Inspección del Trabajo - Los Andes

Ministerio Público Fiscal Unidad Especializada Delitos
Sexuales y Violentos - Valparaíso

Ministerio Público Fiscal - San Felipe
Ministerio Público Fiscal - San Antonio

Municipalidad de Los Andes DIDECO - Departamento de Defensa de la Mujer
Policía de Investigaciones de Chile Jefe regional de la Brigada de Delitos

Sexuales y Menores - Valparaíso
Policía de Investigaciones de Chile Jefe regional de Policía Internacional
Policía de Investigaciones de Chile Policía Internacional Viña del Mar
Policía de Investigaciones de Chile Comisario Policía Internacional San Antonio
Policía de Investigaciones de Chile Jefe de Brigada de delitos sexuales y

menores - Los Andes
Policía de Investigaciones de Chile Jefe de Policía Internacional - Los Andes

SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora regional



SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director regional
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Supervisor regional de proyectos
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Proyecto ESCNNA y trata de Personas - Los Andes
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Oficina de Protección de derechos - Los Andes
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Proyecto ESNNA - San Antonio
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Programa de Intervención Especializada

San Antonio
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Programa de Intervención Especializada

Valparaíso

Región de Los Lagos

Ministerio del Interior Gobernador Llanquihue
Ministerio del Interior Encargada de Extranjería Llanquihue
Ministerio del Trabajo Inspección Provincial del Trabajo

Inspector Provincial - Castro
Ministerio Público Fiscal Jefe  - Castro
Ministerio Público Fiscal Jefe  - Quellón

Municipalidad de Ancud Directora de Dirección de Desarrollo Comunitario
Municipalidad de Castro Alcalde Subrogante
Municipalidad de Castro Oficina Municipal para la Juventud

Municipalidad de Puerto Montt Director de Dirección de desarrollo Comunitario
Municipalidad de Osorno Departamento Comunal de la Mujer

Policía de Investigaciones de Chile Prefecto Regional
Policía de Investigaciones de Chile Prefecto Provincial Llanquihue
Policía de Investigaciones de Chile Detective BRISEXME - Puerto Montt
Policía de Investigaciones de Chile Jefe BRISEXME - Osorno
Policía de Investigaciones de Chile Coordinador BRISEXME  - Castro
Policía de Investigaciones de Chile Policía Internacional - Castro

SERVICIO DE SALUD Encargada ETS Osorno
SERVICIO DE SALUD Encargada ETS Quellón

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Unidad de Protección de Derechos Regional
 (UPRODE)- Supervisora

SERVICIO NACIONAL DE MENORES Proyecto ESCNNA
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Oficina de Protección de Derechos - Puerto Montt
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Oficina de Protección de Derechos - Ancud
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Oficina de Protección de Derechos - Castro
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Programa de Intervención Breve (PIB) - Castro
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Programa de Intervención Breve (PIB) - Quellón

Región de Aysén

Carabineros de Chile Comisaría Chile Chico
Carabineros de Chile Prefectura Coyhaique



Ministerio del Interior Gobernadora Puerto Aysén
Ministerio del Interior Encargado Extranjería Puerto Aysén
Ministerio del Interior Jefe de Gabinete Gobernador Coyhaique
Ministerio del Interior Encargado Extranjería Coyhaique
Ministerio del Trabajo Inspección Provincial del Trabajo

Inspector Provincial Coyhaique
Ministerio del Trabajo Inspección Provincial del Trabajo

Inspector Provincial Puerto Aysén
Ministerio Público Fiscal Regional
Ministerio Público Fiscal Unidad Especializada de Delitos

Sexuales y Violentos
Policía de Investigaciones de Chile Prefecto Regional
Policía de Investigaciones de Chile Equipo BRISEXME - Coyhaique
Policía de Investigaciones de Chile Policía Internacional - Coyhaique
Policía de Investigaciones de Chile Policía Internacional Puerto Aysén

SERVICIO DE SALUD Encargada ETS Chile Chico
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Directora Regional
SERVICIO NACIONAL DE MENORES OPD Coyhaique
SERVICIO NACIONAL DE MENORES PIB Puerto Aysén
SERVICIO NACIONAL DE MENORES PIE Puerto Aysén
SERVICIO NACIONAL DE MENORES PIB Chile Chico
SERVICIO NACIONAL DE MENORES OPD Chile Chico
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Regional

Región de Magallanes y la Antártica Chilena

Ministerio del Interior Gobernadora Punta Arenas
Ministerio del Interior Encargado de Extranjería - Punta Arenas
Ministerio de Justicia Funcionaria Centro de Atención Integral a

Víctimas de Delitos Violentos - Punta Arenas
Ministerio del Trabajo Director Regional del Trabajo
Ministerio del Trabajo Inspectores Regionales del Trabajo

Ministerio Público Fiscal - Punta Arenas
Ministerio Público URAVIT - Punta Arenas

Municipalidad de Punta Arenas Director DIDECO
Policía de Investigaciones de Chile Prefecto Regional
Policía de Investigaciones de Chile Equipo de Policía Internacional
Policía de Investigaciones de Chile Jefe de BRISEXME

SERVICIO SE SALUD Encargada ETS Punta Arenas
SERVICIO NACIONAL DE MENORES Director Regional
SERVICIO NACIONAL DE MENORES OPD Punta Arenas
SERVICIO NACIONAL DE MENORES PIE Punta Arenas
SERVICIO NACIONAL DE MENORES OPD Puerto Natales
SERVICIO NACIONAL DE LA MUJER Directora Regional



Organismos Internacionales
Organismos Cargo y/o división

Región de Arica y Parinacota

Consulado de Bolivia en Arica Cónsul
Consulado Perú en Arica Cónsul

Región de Tarapacá

Consulado de Paraguay en Iquique Cónsul
Consulado de Perú en Iquique Cónsul

Región de Antofagasta

Consulado de Bolivia, en Antofagasta Cónsul
Consulado de Paraguay en Antofagasta Consul

Consulado de Bolivia en Calama Cónsul

Región de Valparaíso

Consulado de Argentina en Valparaíso Cónsul

Región de Los Lagos

Consulado de Argentina en Puerto Montt Cónsul

Organismos no Gubernamentales
Organismo Cargo y/o divisón

Región de Arica y Parinacota

Instituto Católico Chileno de Migración
INCAMI ARICA Responsable local

Sindicato Nacional de Trabajadoras sexuales  
“Ángela Lina” Representante en Arica

Central Unitaria de Trabajadores Presidente - Arica



Región de Tarapacá

Instituto Católico Chileno de Migración
INCAMI IQUIQUE Responsable local

Región de Antofagasta

Instituto Católico Chileno de Migración
INCAMI CALAMA Responsable local

Instituto Católico Chileno de Migración
INCAMI ANTOFAGASTA Responsable local

Misioneras Cruzadas de la Iglesia Responsable local
Organización de Transexuales

Amanda Jofré Representante Antofagasta

Región Metropolitana

Instituto Católico Chileno de Migración
INCAMI ARICA Responsable local

Sindicato Nacional de Trabajadoras sexuales
“Ángela Lina” Presidenta Sindicato - Nivel Nacional
ONG Raices Directora ONG

Red española contra la Trata de Personas Representante
Ministerio del Trabajo CGT

Región de Valparaíso

Círculo de Protección y Defensa
de la Sexualidad de San Felipe Presidente

Región de Los Lagos

Sindicato Nacional de Trabajadoras sexuales
“Ángela Lina” Representante Sindicato

Foro de salud y derecho reproductivos
Puerto Montt Presidenta

Fundación para la promoción y
desarrollo de la Mujer Funcionaria

Región de Aysén

Colectivo de Mujeres Desnudando Directoras
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